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CAPITULO I. 

PERSONALIDAD JURIDICA DE LAS SOCIEDADES MERCANTILES. 

A) PERSONALIDAD JURIDICA. Se dá el nombre de sujeto 

o persona a toda ente c:apaz de tener facultades y derechos (1). 

Rodríguez y Rodríguez señala que persona es quien está i!!, 

vestido de derechas v obligaciones; quien es punto de referencia de de-­

rechos y deberes por el ordenaniento jurídico. La personalidad es una -

categoría jurídica que por s! no iqJlica condic16n alguna de corporali-­

dad o espiritualidad del investido, es una situaci6n jurídica· (2). 

De lo anterior se desprende que el honbre,la persona hum!!_ 

na, ea persona. Ahora bien, tratándose del hombre, el atributo de la -

personalidad no está en su naturaleza, o sea, que la personalidad jurí-

dica no se adquiere por el hecha de ser hombre, por poseer cualidades -

psíquicas de pensar y.querer, sino por d!sposic16n del derecho. 

Has no solamente el hombre es considerado por el derecho 

·para otorgarle el atributo de la personalidad, existen otros entes a los 

cuales se ha reconocido el carácter de persona; asociaciones, sindica---

tos, sociedades mercantiles, etc. 

El legislador mexicano considera al hombre v a estas enti 

(1). García Maynes Eduardo. Introducción al Estudio del Derecho. Pág. 
271. 

(2). Rodríguez y Rodríguez Joaqu!n. Tratado de Sociedades Mercantiles. 
TlJllo I. Pág. 112. 
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dades colectivas como personas. Se pone así de relieve que las personas 

físicas a morales son sujetos de derecho, a~ bien con algunas diferen--­

cias, puesto que mientras que el ~ombre tiene capacidad jurídica para 

ser titular de toda clase de derechos, las personas morales la tienen 

en función de la realización de los objetos para los.que se crearon. - -

(art. 26 c. Civ.). 

La personalidad es el resultado de la síntesis de dos el!;_ 

mentes: uno material que constituye el substrato y otro formal que re-­

fleje el sello característico del ordenamiento jurídico. ·El elemento -

material está constituido por el conjunto de condlciones y preceptos,-­

entre loa cuales se incluye la existencia del ser humano. El elemento 

formal consiste en el reconocimiento de la personalidad o cualidad del 

sujeto jurídico, creaci6n del derecho objetivo. 

Puesto que la atribución de la personalidad no es más 

que la concesi6n de la capacidad jurídica, esta capacidad puede ser más 

o menos a11'4llia (3). 

Es oportuno recordar que en diversos lugares y épocas, el 

derecho positivo ha limitado y aún negado la capacidad como persona a -­

los hontlres en atenci6n a circunstancias tales como religi6n, nacionali­

dad, clase social, etc., siendo frecuente encontrar la 1nstituci6n de la 

esclavitud. Del mismo modo, se han creado diversidad de entes a ltls que 

(3). Rodríguez y Rodr!guez Joaquín. Op. Cit. Tomo I. Pág. 111. 
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se considera sujetos de derechos y obligaciones. 

Tratándose de nuestro derecho, las legislaciones de cada -. 
estado de la república claramente indican cuales san los sujetos dotados 

de personalidad jurídica; eapecificamente el. C. Civ. en sú art. 22 seMa­

la que la.capacidad jurídica de las personas f'ísi.cas se &dquiere por el 

nacimiento y se pierde por la ntJerte. 

El citado ordenamiento en su art. 25 enuncia las personas 

morales, a saber: I. La nación, los estadas y los 111J11icipios; II. Las de 

más corporaciones de carácter pÚblico reconocidaS par la ley; III. Las -

sociedades civiles y mercantiles; IV. Los sin:licatos, asociaciones pro-

fesionales y las demás a que se refiere la fracc. XVI del art. 123 de la 

constitución federal; V. Las sociedades cooperativas y nutualistas; VI. 

Las asociaciones distintas de las enumeradas que persigan rines políti--

ces, científicos, artísticos, de recreo o cualquier otro fin lícito, - -

sie111Jre que no fueren desconocidas por le ley 

8) CLASIFICACION DE LAS PERSOt.IAS JURIDICAS. De los sefia 

lamientos efectuados, se desprende que las personas jurídicas se divi--

den en doA grupos: físicas y morales. El prir.-.er término corresponde al 

sujeta jurídica individual, es decir, al hontJre sn cuanto tiene obliga-

ciaríes y derechos. Se otorga el segundo a las aociaciones o entes co-

lectivos dotadas de personalidad. García Maynes considera ambas desig-

naciones como ambiguas y prefiere llamarlas !'ersona jurídica indiddual 
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y persona jurídica colectiva (4). 

El vocablo persona referido al hombre paseé una significa­

ción moral y otra jurídica. Desde el punto de vista ético, persona es - . 

el sujeto dotado de voluntad y raz6n; es decir, un ser capaz de propone!. 

se fines y en.contra:i: medios para realizarlos. 

Persona jurídica individual o persona física es el hombre 

en cuanto sujeto de derecho. De acuerdo con la concepción tredicional,­

el ser humano por el simple hecha de serlo poseé personalidad jurídica,-· 

si bien bajo ciertas limitaciones impuestas por la ley (edad, uso de ra~ 

z6n, etc.). Las partidarios de dicha teoría estiman que el individua, -

en cuanto tal, debe ser considerada como persone. El principio que eca-

bamos de citar no ha sido siempre reconocido, como la prueba la institu­

ción de la esclavitud¡ en las sistemas que la acepten, el esclavo na es 

sujet~ de derecho, sino objeto de relaciones jurídicas especiales, ea de 

dir, cosa. 

Ahora ~ien, si el hombre es persona, no par ella toda pe!. 

sana es hombre; la diatinci6n de hombre y persona constituye uno de los­

canacimientos met6dicos más importente9¡ se comprueba esto con la disti!!, 

ci6n entre µersonas físicas y personas jurídicas, sosteniéndose que las 

personas físicas san las hombres y las personas jurídicas todos aquellas 

sujetos de derecha que pueden o no ser hombres (5). 

(4). Rodríguez y Rodríguez Joaquín. Op. Cit. Tomo I. Pág. 271 
(5). García Maynes Eduardo Op. Cit. Pág. 276. 
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Para explicar la personalidad jurídica·de los entes cole~ 

tivos se han elaborado diversas teorías, siendo la más difundida la teo­

ría de le ricción, cuyo representante principal es el jurista alemán - -

Savigny, quien llega a la conclusión de que son seres creados artificial 

mente, capaces de tener up patrimonio. El razonamiento de Savigny es el 

si!;J.liente: 

"Persona ea todo ente capaz de obligaciones y derechos; d~ 

rechos s6lo pueden tenerlos los entes dotados de voluntad; por la tanto, 

la subjetividad jurídica de les personas colectivas es resultado de una 

ficción, ya que tales entes carecen de albedrío". 

Advierte Savigny que s•J teoría se refiere exclusivamente -

al derecho privado y· que la definici6n por él propuesta encierra como -­

elemento necesario de la personalidad jurídica la capacidad de tener un 

patrimonio. 

Se critica esta teoría afirmando que no es verdad que la­

capacidad jurídica se encuentra determinada por la fac;ultad de querer; -

los inPantes y los idiotas carecen de ella y son sin embargo sujetos de 

derecho (6). 

Otra teoría es la de loa derechos sin sujeto, cuvo represe!!. 

tente es Brinz, quien parte de la div1si6n de los patrimonios en dos ca-­

tegorías: de persuna e illlJersonales, llamados tantii~n afectos a un fin a 

(6). García l"\lynes Eduardo. Op. Cit. Pág. 279. 
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destino. Los del primer grupo pertenecen a un sujeto; los del segundo -

carecen de dueño, pero se encuentran adscritas al logro de ur.a finalidad 

determinada y gozan de garantías jurídicas especiales. Esta distinción 

explica claramente, según el autor, la esencia de las personas colecti-­

vas, no hay en ellas un sujeto sino un conjunte de bienes destinados a -

un fin. 

Los derechos y las obligaciones de las personaa colectivas 

no son, de acuerde con la tesis de Brinz, obligaciones y derechos de un 

sujeto, sino del patrimonio; y los actos realizados por los órganos no -

valen cerno actos de una persona jurídica, sino como actos que los órga-­

nos ejecutan en representación del fin a que el patrimonio se encuentra 

consagrado. 

La crítica que se hace en contra de esta doctrina es que 

no pLeden existir derechos sin sujeto. Todo derecho es a fortiori fa-­

cultad jurídica de alguien, así como toda obligación necesariamente su­

pone un obligado. Hablar de derecho sin titular es contradecirse¡ la -

noción de deber se encuentra ligada inseparablemente al concepto de pe.E_ 

sana (7). 

Se da el nombre de teorías realistas a diversas doctrinas 

que, oponi~ndose a las dos anteriores, declaran que las personas jurídi­

cas, tanto privadas como públicas, son realidades. Los partidarios de -

tales doctrinas afirman que el concepto de sujeto de derecho no coincide 

(?). García Maynes E •. ~.:irdo. Op. Cit. Pág. 282. 
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con el de hambre, ni se haya ~eferida exclusivamente a los seres datados 

de voluntad; de aquí que puedan existir y de hecho existen llÚltiples su­

jetos de derecho distintos de las llamadas personas físicas. 

Las teorías realistas son muy numerosas, como ej~los P.2, 

demos citar el organicismo, la teoría del alma colectiva, la tesis de -

organismo social y las tesis de Ferrara y Kelsen. 

Según la tesis organicista las entes colectivas son verd!!_ 

deros organismos comparables al humano individual. 

También se ha sostenido que en cada sociedad existe un al 

ma a espíritu colectiva, distinto de las almas individuales de las miem 

broa del grupo; por esta razón no ven dificultad alguna en que al 1sdo 

de las personas físicas se admita la existencia de personas colectivas, 

tan reales como las primeras (8). 

Según la tesis de Francisco Ferrara, la palabra persona, -

en sentido jurídico, es un producto del arden jurídica que surge gracias 

al reconocimiento del derecha objetivo. La llamada persona individual -

na es persona par naturaleza sino por obra de la ley¡ fuera de una orga­

nizaci6n estatal el individua humano no es sujeto de derecho. 

En la atribuc16n de la capacidad jurídica es árbitro el -

(8). García Maynes Eduardo~ Op. Cit. Pág. 287. 
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orden jurídica y así como la concede al hombre desarrollado orgánica y -

psíquicamente, la concede también al niño y tarrtiién en ciertos aspectos 

al embrión, al que ha de nacer. Nada impide admitir que las asociacio--

nea humanas sean consideradas como sujetos de derecho, ya se trate de ca 

lectividades puramente naturales o de sociedades establecidas voluntari,!!_ 

mente para el logro de tales o cuales fines; estas agrupaciones de indi-

viduos san incuestionablemente realidades y pueden tener derechos y obl!_ 

gacianes distintos de las obligaciones y derechos de sus miembros, pero 

ello no significa .que posean una realidad substante o independiente, un 

alma colectiva diferente de la de los que a ellas pertenecen. Aquí ha -

influido un falso paralelismo entre personas físicas y jurídicas. 

Según Ferrara las personas jurídicas pueden definirse como 

asociaciones o instituciones formadas para la consecución de un fin y --

reconocidas por la ordenación jurídica como sujetos de derecho. De tal 

definición podemos inferir que son tres los elementos de la personalidad 

jurídica: a) una asociación de hombres; b) que se encuentren destinados 

a un fin determinada, posible y lícito; c) el reconocimiento por el de--

recha positivo. Gracias a ese reconocimiento, las pluralidades de indi-

viduos consagradas a la consecución de un fin se transforman en un suje-

to único, diverso de las personas físicas que lo integran. 

La personalidad únicamente ~uede emanar del orden jurídico, 

por tanto es inexacto el pensamiento de los que consideran la capacidad-

de las corporaciones o fundaciones como un efecto de la voluntad de los 

socios o del fundador, porque la voluntad humana no tiene el poder de --

producir sujetos de derecho. 
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La voluntad, dice Ferrara, s6lo puede formar el elemento -

material o sustrato de las corporaciones y fundaciones, el formal y cons 

titutivo es obra del derecho (9). 

C) ATRIBUTOS DE LA PERSONALIDAD DE LOS ENTES COLECTIVOS. 

Aun cuando existen diferencias de criterio para explicar la creación de 

la persona jurídica, hay uniformidad respecto a las consecuencias juríd.!_ 

cas derivadas de dicha creación, las cuales son: 

a) Por virtud de la persona jurídica colectiva se crea -

un patri111Qnio autónomo, completamente distinto o independiente del con-

junto de los patrimonios individuales de los socios o integrantes. 

b) La persona moral puede ser acreedora o deudora de sus 

miembros. 

c) El patrimonio autónomo que corresponde a este tipo --

de persona no constituye una copropiedad, es decir, no existen derechos 

de propiedad sobre partes alícuotas del conjunto·de bienes que canstit~ 

yen el patrimonio social, sino un derecho únicq de las personas con res 

pecto al patrimonio de la misma; las socios o integrantes de la persona 

colectiva solamente tienen una participación en forma de derecha de eré 

di to y no de propiedad. 

d) El patrimonio de las sociedades sirve de prenda pre--

(9). García Maynes Eduardo. Op. Cit. Pág. 288 y Estaeén Pedro, Tratado 
de Sociedades Mercantiles. Pág. 144. 
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ferente a los acreedores de la misma. 

e) Aun cuando el patrimonio social está constituido ex--

clusivamente por bienes irmueblea, loa derechos de cada uno de los so-~ 

cios se reputan ITl.lebles, como consecuencia de que no tienen propiedad -

aobre les partea alícuotas (10). 

Mantilla Melina seHala que las consecuencias de la perso­

nalidad jurídica atribuidas a las sociedades son: capacidad jurídica, -

patrimonio, nombre, domicilio y nacionalidad. 

La capacidad jurídica consiste en ser sujeto de derechos -

y obligaciones, o sea que atribuir personalidad a las sociedades impli--

ce reconoce~les capacidad de goce y de ejercicio. Ahora bien, para el -

ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones han de -

realizarse actos jurídicos, para los cuales son necesarias cualidades -­

psíquicas de conocer y querer, que no puede tener una persona creada por 

la ley, de aquí que las sociedades hayan de tener 6rganos, es decir, se-

res humanos que pongan al servicio de la sociedad su capacidad cognocit_!. 

va y volitiva. 'Los actos jurídicos imputables normativamente a la so-­

ciedad se realizarán por medio de tales órganos, los cuales tendrán la -

representaci6n de aquella. 

Patrimonio social es el conjunto de.bienes y derechos de 

la sociedad con deducci6n de sus obligaciones, y ae·forma inicialmente 

(10). Rojina Villegas Rafael. Compendia de Derecha Civil. Tomo IV. Pág. 
289. 
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con el conjunto de las aportaciones de los socios, o sea, con el capital 

social, no debiendo confundirse tales conceptas aunque originalmente - -

coinciden, ya que el capital social es la cifra en que se estima el cÚ'"!:!, 

la de obligaciones de dar de los socios (11). 

El patrimonio de la sociedad constib..lye una garantía para 

quienes contratan con ella y es el fundamento material de su personali-­

dad, de aqu{ que 1a ley haya querido protegerlo, ya que no es sólo el -­

interés de las socias el que ha de protegerse. Dentro de las normas te!!. 

dientes e le comprobación del capital cocial, y c:orr.a consecuencia del -­

propio patrimonio, encontramos los requisitas para la reducción del cap.!_ 

tal social (art. 9o. LGSM), ala cual pueden oponerse los acreedores. --­

Otra es la norma de fidelidad del balance, que prohíbe que se repartan -

utilidades si no es dccipués de comprobar su existencia mediante un bala!!, 

ce que efectivamente les arroje (art. ~9 LGSH). 

El legislador no solamente ha procurado que no disminuya -

el capital social, sino que ha buscado consolidar el patrimonio de la SE_ 

ciedad y al efecto exige que un 5% de las utilidades ~ea llevado a una -

cuenta de reserva, que por su origen se califica de legal. teniendo ésta 

como límite mínimo exigido una suma igual a le quinte parte del capital 

aocial (art. 20 LGSM). 

En forma semejante a las llamadas persor.as físicas, los -

entes colectivos requieren de un nombre pare su identificación. Er. - --

(11). Mantilla l>blina Roberto. Derecho Mercantil. Pág. 195. 
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nuestro derecho las personas morales de carácter mercantil se identifican 

mediante les figuras de la denom1naci6n y de la razón social; diferen~­

ciándose en que la primera contiene lo que se ha llamado un nombre de 

fantasía a significativo de la actividad que desempena la sociedad; y 

la segunda, la raz6n social, incluye el nOll'bre o los nontlres de los int.!!, 

grantea de la sociedad (art. 60. frac. III, 52 y 88 LGSM). 

Para estar en posibilidad de currplir con sus obligaciones, 

el ente social requiere de designar el lugar en do~de puede hacerlo y en 

donde se pueda notificar en forma oficial cualquier tipo de requerimien­

to al~ persona moral (art. 60. frac. VII LGSM). 

Según el C. Civ., el domicilio es el lugar donde se encul!!:' 

tra establecida la administración (art. 33), esto no es irrpedimento para 

que se puedan designar domicilios convencionales para el cumplimiento de 

dete:nninadas obligaciones. 

La LGSM supone la distinción entre sociedades mexicanas y 

extranjeras, pero no determina quien tiene uno u otro carácter, esto lo 

hace la Ley de Nacionalidad y Naturalizac16n cuyo art. So. declara mexi­

canes a las sociedades constituidas conforme a les leyes de nuestro 

país y que establecen en ~l su domicilio. La falta de uno de estos re-­

quisitoa har6 que a la sociedad se le considere como extranjera. 

El origen del capital no determina la nacionalidad de la -

sociedad, pero sí la aplicación de un régimen jurídico determinado; sie!!. 
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do necesario que sea en su mayoría mexicano para gozar de los estímulos 

de la Ley de Industrias Nuevas y Necesarias. 

Otras consecuencias de la personalidad jurídica, referi-­

das a las sociedades mercantiles, pueden ser las siguientes: 

La persona creada por las leyes mercantiles adquieren el 

carácter de comerciantes y las obligaciones y derechos inherentes a tal 

situac16n. 

La sociedart se considera con absoluta separaci6n de las -­

pe:rsdnas que la constituyen. por lo cual es posible que estas entablen 

relaciones jurídicas con la sociedad de la que forman parte (12). 

En principio, una sociedad puede constituirse por tiempo­

indefioido, sin ~rnbargo, en ocasiones se ha negado la inscripci6n de al-

guna sociedad mercantil en el registro correspondiente por haberse cons-

tituído con una duraci6n indefinida. La Suprema Corte de .Justicia de la 

Naci6n ha declarado legal la negativa a efectuar la inscripci6n en tales 

condiciones (13). 

Una cuestión de seftalada importancia en materia de otorg.!:!_ 

miento de personalidad jurídica ~ los entes colectivos y en particular -

(12). 
(13). 

Mantilla Malina Roberto. Op. Cit. Pág. 203. 
Anales de .l.Jrisprudencia. Tomo 36. Pág. 525 y Tomo 41. Pág. 148. 
Informe del Presidente de la Suprema Corte d~ 1943. Pag. 40. 
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a las sociedades mercantiles, la constituye la disyuntiva oe si es o no 

necesaria la inscripci6n de la constitución de tales entes en el regis-­

tro público correspondiente. 

El art. 2o. LGSM en su segundo párrafo establecP que ne -

p11eden sPr declarad~s rulas las saciedades inscritas en el Registro Pú­

blico de Comercia. 

Dado lo categ6rico de la disposición legal, Mantilla Mali 

na considera que la inscripc~6n tiene un efecto sanatorio absoluto. Se 

considera justa esta disposición, porque los terceras que contratan con 

la sociedad confían en la legitimidad de su existencia en virtud de la -

inscripción, protegiéndolos la ley se serios perjuicios ocasionados por 

la desaparición de la socied~d, como consecuencia de un vicio constitu-­

tivo que no estaban en aptitud de conocer (14). 

La única e~cepci6n que establece la LGSM al mencionado 

efecto sanatorio de cualquier irr2gular!dad que presente la sociedad --­

por su inscr1pci6n en el Registro de Comercio, es la relativa a la so--­

ciedad can fin ilícito, la nulidad de la cual puede ser declarada en to­

do tiempo a petición de cualquier persona (art. 3o.). Una vez declarada 

la nulidad. la sociedad será puesta en liquidación y al pagarse las deu­

das sociales el remanente será entregada a la beneficencia pública. 

Originalmente la redacci6n del citado art. 2o. no otorgaba 

(14). Cp. Cit. Pág. 228. 
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personalidad jurídica a una sociedad mientras no estuviera inscrita en -

el Registro Público de Comercio. Posteriormente se otorg6 esa personal,! 

dad a las sociedades que se hayan exteriorizado como tales frente a ter­

ceros, aun faltando la inscripción. Conforme al mismo autor, cabe defe.!!. 

der la personalidad de.las sociedades irregulares, ya que literalmente -

la ley no habla de sociedades no inscritas y así, el art. 25 del C. Civ. 

considera a las sociedades mercantiles personas"morales atn distinguir -

si están o no inscritas en el Registro de Comercio. 

[)Je se reconozca la· personalidad jurídica de una sociedad 

irregular, no significa que esté sometida al mismo régimen que las soci~ 

dadas regulares. De acuerdo con loa principios generales de la represe.!!. 

taci6n, los representantes de estas últimas no quedan obligados persona.!. 

mente por los actos que realizan a nombre ajeno; por el contrario, los -

representantes de una sociedad irregular responden solidaria e ilimitada 

mente de las obligaciones sociales, aunque de modo subsidiario con res-­

pecto a ésta (art. 2o. LGSM). 

La inscripci6n de la escritura social ae establece en be--

. neficio de terceros, por ello su omisi6n no afecta las relaciones de los 

socios entre sí, que no obstante la irregularidad ae rigen. por la escri­

ture constitutiva, la cual liga válidamente a loa socios y ninguno de -­

ellos puede valerse de tal irregularidad para desprenderse del vínculo -

jur!dico establecido, otorgándoles la ley acci6n para exigir el registro 

(15). 

(15). Mantilla Malina Roberto. Op. Cit. Pág. 233. 
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O) SOCIEDADES M::RCANTILES. La sociedad es une creaci6n -

del ordenamiento jurídico; uno de los más importantes inventos que el -

hombre ha realizado.en toda su historia. Es una estructura jurídica que 

ontol6gicamente tiene una existencia ideal, ea una persona jurídica, un 

sujeto de derechos y obligaciones, un ser generador de voluntad capaz de 

realizar actos jurídicos, titular de un patrimonio (16). 

Históricamente, la sociedad con personalidad jurídica nace 

como una creación del derecho para satisfacer la necesidad de los comer­

ciantes de limitar su responsabilidad frente a los riesgos que supone el 

ejercicio del comercio. De los siglos XIII al XVIII no existía una ley 

general que autorizara la formaci6n de sociedades con personalidad pro-­

pie y por tanto le atribuci6n de dicha personalidad deriva en forma di-­

recta del poder público. 

La personalidad jurídica es una creación del derecho que -

surgió en la Edad Media y se comenzó a desarrollar con intensidad a par­

tir del Renacimiento, como consecuencia de.los grandes descubrimientos -

geográficos que ampliaron los horizontes del ll'lJndo (17). 

Antonio Brunetti eeftala que el concepto de sociedad está­

{ntimamente ligado al de aeocieci6n, o mejor dicho, derive directamente 

de éste. Pero la noción de asociación ea más amplia y canprende toda -­

úni6n voluntaria de personas, que de un modo durable y organizado unen -

(16). 
(17't. 

Cervantes Ahumada Raúl. Derecho Mercantil. Primer Curso. Pág. 36. 
Cervantes Ahumada Raúl. Op. Cit. Pág. ~9. 
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sus esfuerzos para conseguir un objetivo determinado. En sentido lato -

los conceptos podrían tenerse por equivalentes, pero la técnica jurídi~a 

.ha hecho de la sociedad un tipo especial de asociaci6n, calificado por·­

un objeto económico más intenso; la finalidad de la sociedad consiste -­

precisamente en la ~oLuntad de repartir un beneFicio conseguido con la -

asoc1aci6n de recursos (18). 

La legLelaci6n mercantil mexicana hace caso omiso de loa -

fines perseguidos po~ las sociedades para. determinar la mercantilidad -­

de éstas. atendiendo tan s6lo a su estructura, considerando mercantil a 

la sociedad que adopta un tipo' establecido por dicha legislación. 

MantiLla Malina define a la sociedad mercantil como el ac 

to jurídico mediante el cual ~os aocios se obligan a cOllbinar.sus recur­

sos o esfuerzoa para la realizaci6n de un fin conún, de acuerdo con las 

nornas que para algunas asociaciones señala la ley mercantil (19). 

La const1tuci6n de una sociedad crea un nuevo sujeto jur.!_ 

dico; la persona social al mismo tierrpo engendra derechos y obligaciones 

de los que son titulares las partes que intervienen en dicha constitu--­

c16n, derechos v obligaciones que determinan e1 estado o calidad de so-­

cio. 

(18). 
(19). 

En 1e LGSM no ee encuentra una definición de sociedad, P.!. 

Tratado de1 Derecho de las Sociedades. Tomo I. P~g. 3. 
Mantilla Melina Roberto. Op, Cit. Pág. 174. 
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ro el i::. Ci v. l.a def'ine en su art. 2688, en la siguiente forma: "Por el 

contrato de saciedad, los socios se obligan rrutuamente a contlinar sus re 

cursos o sus esfuerzos para la realización de un fin común, de carácter 

preponderantemente econ6mico, pero que no constituye una especulación--· 

comercial.•. 

De lo anterior se desprende que la diferencia existente ~ 

entre una sDci.edad civil y una mercantil es la nota de la especulación -

comercial. 

La L6SM habla de contrato social er sus artículos ?, 26, -

32, 46, 50, 70, 71, 72, 78 frac. VIII; 82, 83, 84, 85, 103, 112, 113, --

114, 124, 130, 182 frac. XI y XII, 190 y 195. 

No se debe confundir el ente social con el acto constitui¿! 

vo, teniendo ~ate último por objeto la formaci6n de la sociedad y la de­

terminac16n de su estructura. Los estatutos establecen el funcionamien-

to interno v la organización social (art. 60. LGSM). 

Rodríguez y Rodríguez seftala como principales característi 
~ -

cae del contrato de sociedad las siguientes: los intereses de las partes 

están coordinados para el Cll!llllimiento de un fin corrún, en cambio en los 

demás contratos las partes representan intereses contrapuestos por regla 

general.; en e1 contrato de sociedad es normal la inclusión de nuevos so­

cios o la sustituci6n de los ya existentes y en los contratos de cambio 

la inclusión de un nuevo contratante supone la modificaci6n fundamental¡ 
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por último, mientras que en otros contratos el principio fundamental im­

puesto por la seguridad jurídica ea el de la permanencia de las cláusu-­

las estipuladas, en el de soci~dad es normal la posibilidad de modifica­

ci6n de todas sus cláusulas por decisión de la mayoría de les socios - -

(20). 

En virtud de lo anterior se explica el por qué parte de ~ 

la doctrina se haya inclinado por negar la naturaleza contractual del 

llamado contrato de sociedad. Se ha afirmado que el contrato, como 

acuerdo de voluntades para regular situaciones jurídicas objetivas, es­

incapaz de crear una personalidad jurídica; por lo que la teoría del ac 

to constitutivo aeMala que el acto creador de una sociedad es un acto --

unilateral y la teoría del acto complejo supone una actuación conjunta -

y silTU1tánea de varias partes para la consecución de un efecto jurídico 

unitario en relación con terceros. Dicho en otras palabras, esta última 

teor:a afirma que se trata de un conjunto de declaraciones paraleles de­

voluntad, de idéntico contenido, que siguen el mismo fin. la diferen--­

cia fundamental radica en qu~ el contrato sólo produce efectos entre los 

contratantes, en tanto que el acto complejo puede influir también en la 

esfera jurídica de terceros y supone la identidad de intereses de los 

participantes. 

En opinión de Rodríguez y Rodríguez las anteriores teorías 

indican claramente que el llamado contrate de sociedad no ea un contr~to 

(20). Op. Cit. Tomo I. Pág. 14. 
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ordinario. La posición de los socias, la modificalidad del contrata, la 

po~ibilidad de adhesi6n y de sustitución de los sacios, entre otras moti 

vos, hacen que se tenga que admitir la necesidad de configurar el contr!:!_ 

to de sociedad coma una categoría distinta de los contratas ordinarios -

de carrtJio (21). 

Siguiendo con lo expuesto por Rodríguez y Rodríguez, los­

elementos que caracterizan el contrato de sociedad son a.iatro: consenti­

miento, objeto, causa y rorma. 

El cansentimiento supone la conformidad de cada sacio pa­

ra poner en común sus bienes o actividad, así como sobre las.bases gene­

rales establecidas para la constitución y funcionamiento de la sociedad. 

Para la existencia de un consentimiento se requiere que sea dado por pe.!: 

sana capaz y que no esté afectado de vicias. 

Para el citado autor, fundándose en el art. 1824 del C. -

Civ. el objeto de este contrato son las obligaciones que están a cargo -

de los socios y a su vez, el objeto de las obligaciones de los socios -­

consiste en las aportaciones que loa mismos há.n de realizar, por lo que, 

por extensión, se haula de las aportaciones referidas al objeto de.las~ 

ciedad. 

Además, debe distinguirse entre objeto tomada en sentido -

(21). Rodríguez y Rodríguez Joaquín. Op. Cit. Tomo I. Pág. 19. 
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técnica y en su acepción vulgar, en la que equivale a las actividades -

que la sociedad debe realizar. 

La causa consistirá en el fin preponderantemente econ6mico 

o fin lucrativo que supone la actividad social, o dicho en otras pa1a-­

bras, consiste en la obtención de beneficios derivadas de la realización 

de las funciones a que se dedica la sociedad. 

El art. So. de la LGSM exige para la consti 'b.Jci6n de las -

sociedades mercantiles la redacción de escritura pública. Dicha Forrnali 

dad ha sido aconsejada en interés de la misma sociedad y en interés de -

los terceros ante quienl:!s actúa, porque ello determina con precisión la 

organización, funciones y características de la sociedad (22). 

El proceso de constitución de una sociedad mercantil • sal­

va el procedimiento especial de consti'b.Jci6n de cooperativas, consta de-

las siguientes etapas (art. 260 y 264 de la LGSM): 

1C El control administrativo que consiste en la solici--­

tud de permiso y aprobación del acta canstitu~iva a la Secretaría de Re­

laciones Exteriores y su otorgamiento por ésta; 

2C La formalizeci6n de la escritura notarial; 

(22). Rodríguez y·Rodríguez Joaquín. Op. Cit. Toma I. Págs. 24, 45, 48 
y 55. 
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3Q Demanda de ornolagaci6n ante el juez de primera insta~ 

cia v sentencia omologatoria correspondiente con la orden al registra--­

dor público de comercio para que proceda a la inscripci6n de la mencion!!_ 

da escritura. 

4g Inscripción de la escritura constitutiva en el Regis­

tro de Comercio (23). 

El art. 60. de la LGSM determina los el.ementos que debe -

reunir la escritura constitutiva de una sociedad. 

E) TIPOS DE SOCIEDADES llERCANTILES. El art. 1o. de la -

LGSM reconoce las siguientes especies de aociedadP.a mercantiles: 

I. Sociedad en Nombre Colectivo. 

II. Sociedad en Comandita Simple. 

III. Sociedad de Responsabilidad Limitada. 

IV. Sociedad Anónima. 

V. Sociedad en Comandita par Acciones. 

VI. Sociedad Cooperativa. 

Además existe la variante de interés público para la So-~ 

ciedad de Responsabilidad Limitada v la Sociedad Mutualista de Seguros -

(23). García Maynes Eduardo. Op. Cit. Pég. 43. 
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ue se reglamenta en la Ley de Instituciones de seguros. 

Suele clasificarse a las aociedades mercantiles en: so-­

::iedades de personas .(Intuitu Personae) y sociedades de capitales (In-­

tü1 tu Capita11s). En las primeras se tome en cuento a las personas -

y cualidades de los socr0s, en cambio en las segundas tal consideración 

es rruy escasa y se atiende preferentemente al capital. 

Sociedad en Nonbre Colectivo. Es aquella que existe be~ 

ja una razón social y a la que todos los socios responden de modo subsi­

diaria, ilimitada y solidariamente de les Obligaciones sociales (art~ --

2!::1, LGSM). 

Las partes sociales en que se divide su capital social se 

caracterizan por na ser negociables y requerir la aprobaci6n unánime de 

los socios pare poder cederse. 

Los órganos de le colectiva no están claramente definidos 

ni tienen todos un carácter necesario, debido a le simplicidad de estru!:_ 

tura de la sociedad y a la estrecha y constant~ vinculación que existe -

con loa socios; no obstante ello, se perfilan tres 6rganos: la junte de 

socios, la administración y la vigilancia. 

El órgano de la vigilancia puede no existir en virtud de -

aus características, ya que es más bien un auditor que cuida de los in--, 

tereses de los socioa no adminietradores. 



24 

En principio, la administraci6n compete a todos los so--­

cios por lo que fácilmente se conrunde el órgano d~ administración con 

la junta de socios. 

#lun cuando rw.ieatra ley no menciona a la junte der socios, -

_hay un grupo de funciones que corresponden esencial e indelegablemente -

al conj~nto de socilJS, por ejemplo: autorizar la ceai6n de partes socia­

les o la admia16n de nuevos socios (art. 31 LGSM); para modificar la es­

critura social (art. 34 LGSM); para consentir que un socio se dedique a 

negocios similares a los de la sociedad, (art. 35 LGSM); para nombrar y 

remover administradores (art. 37 LGSM); para aprobar y exigir la rendi-­

cién de cuentas (art. 43 LGSM). V todavía cabe distinguir entre juntas 

ordinarias y extraordinarias, siendo éstas lea que requieren el consenti 

miento unánime de los socios para la validez de la decisi6n. 

Según resulta claramente del art. 46 de la LGSM, en pri~ 

plo cada socio disfruta dP. un voto, cualquiera que sea la naturaleza y -

monto de su eportaci6n. Sin embargo, en el propio precepto se permite -

el establecimiento de votos en proporción al capital, con la caracterís­

tica de que la mayoría del capital social no puede corresponder a un só­

lo socio a pesar de que hava aportado la mayoría del capital, pues en ~­

tal ceso al \Alto de ese socio ha de agregarse cuando menos el de otro. 

Sociedad en Comandita S11Tflle. Es la que existe bajo une -

razón social y se co~one de uno o varios socios comanditados que reepon. 

den de manera subsidiaria, ilimitada y solidaria de lea obligaciones so­

cialPa y de uno o vnrir,r: t:omanditarios que únicamente están obligad~s al 
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pago de sus aportaciones. 

En la comandita los sacios no pueden ceder sus porciones -

sin el consentimiento de los dt::más (arta. 31, 33 y 57 de la LGSM). Exis­

. te una junta de.socias con semejantes facultades a las de la colectiva • 

. Saciedad de Responsabilidad Limita~e. Es la que se con!!.!1 

tuye entre ocelos ~ue solamente están obligados al pago de sus aportaci.!!, 

nea, sin que las partes sociales puedan estar representadas por títulos 

negociables, a la orden o al portador, pues serán cedibles en los casas· 

y con las requisitas estable~idos en la ley (art. 58 LGSM). Esta soci~ 

dad existe bajo una denominación o baja una razón social, que se forma­

;á con el nombre de uno o más socios y que irá inmediatamente seguida -

de las palabras Sociedad de Respa11::1abilidad Limitada a de su abreviatu­

ra S. de R.L. (art. 59 LGSM), 

Se requiere un capital mínimo de $5,000.00, que debe estar 

íntegramente suscrito y del cual debe exhibirse por lo menos la mitad en 

el momento de la constitución (art. 62 y 64 LGSM). 

Ninguna soci_edad de este tipo tendrá más de 25 socios - -

(art. 61 LGSH), aunque esta limitación no opera respecto a la de interés 

público. Está prohibido recurrir a la suscripción pública para integrar 

el capital social o sus aumentos. Además de las aportaciones para dicha 

integración, los socios pueden estar obligados a realizar aportaciones -

suplementarias o aportaciones accesorias, las cuales han de estar pre---
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vistas en la escritura constitutiva. 

El conjunto de derechos de cada scc:ia forma la parte so-~ 

cial a cuota, c:uyo valor será en proporción a la aportado por el soc:io ,­

debiendo representar== siempre par un múltip1o de $100.00 y sin que la -

parte social pueda tener un valor inferior a dicha suma. La ley permite 

la creación de partes privilegiadas que atribuyen mayor participación en 

las utilidades o cuya voto sea necesario para dec:idir determinadas cues­

tiones (art. 62 LGSM). 

Si en la escritura socia1 no se establece otra cosa, las -

partes sociales son individuales al igual que constituyen una unidad, -­

o sea, que al transmitirse se incluye la totalidad de los derechos que -

ésta representa, sea cual fuere el porcentaje del capital que represen--

te. 

Existe un 6rgano supremo llamado por la ley asamblea de ..:... 

sacios, la administración CIJ!lllete a las gerentes y la vigilancia de la -

geRr.i6n social al consejo de vigilancia, cuya existencia no es legalmen­

te necesaria • 

Las facultades de la asamblea se señalan pormenorizadame!!. 

te en el art. 78 de la LGSM, sin perjuicio de que en la escritura cons-­

Litutiva se le atribuyan otras, refiriéndose dicho art. a la designa---­

ci6n y remoui6n de 6rganos de la sociedad, al examen de la gesti6n de --­

los administradores y adopción de los acuerdos correspondientes, a la --
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creec16n, cesión, división v amortización de las partes sociales, a la -

disaluci6n de la sociedad y a.la modificación de la escritura constitut.!_ 

va. 

En la asantJlea el voto se concede en proporción al monto­

de las aportaciones, existiendo la posibilidad de creación de partee --­

privilegiadas (art. 79 LGSM). 

La sociedad de-Responaabilidad Limitada de Interés Públi­

co se constituye cuando su objeto sen actividades de interés público y 

pa~ticular conjuntamente, o sea, cuando se trata de actividades que afeE_ 

tan un sector· iq:iortante de la economía nacional. 

Sociedad Anónima. Es la que existe bajo una denominación 

v se ctlllpone exclusivamente de socios cuya obligación se limita al pago 

de sus acciones (art. 87 LGSM). 

Los principales derechos de las socias son: el corporati­

vo, o sea participar en las asambleas y votar en ellas; derecho de .can~­

tenido económico, participación en el reparto de dividendos y preferen-­

cia pal'8 suscribir los aumentos del capital social. 

Para constituir esta soc1edcd se requiere la concurrencia 

de 5 socios, los cuales deberán suscribir íntegramente un capital míni-­

mo de $25,000.00. 

Acción es la parte alícuota del capital social, y además, 
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el título en que tal.parte alícuota se representa. 

La aociedad an6nima permite obtener la colaboración econ6-

mica de varios individuos, cada uno de los cuales, ante la perspectiva -
. . 

de una razonable ganancia,. arriesga una porción de su propio patrimonio, 

Que uni~ a la de muchos otros llega a·canstituir una masa de bienes de 

la rregnitud requerida por la empresa que se va a acometer y que forman -

un patrimonio distinto del de los socios. Por otra parte, la fácil neg.!?. 

ciabilided del título qúe representa la aportación del socio, le permite 

considerarlo como un elemento líquida de su patrimonio. También debe --

anotarse que para los terceros que contratan con la sociedad, es una ga-

rantía econ6mica de gran interés la existencia de un patrimonio que s6lo 

responde de las deudas sociales. 

Sociedad en Comandita por Acciones. Es la que se compone 

de uno o varios socios comanditados que responden de manera subsidiaria, 

ilimitada y solidaria de las obligaciones sociales y de uno o varios co­

manditarios que únicamente están obligados al pago de sus acciones (art. 

207 LGSM). 

Son aplicables a esta sociedad las notas genéricas de la­

comandita simple, con la diferencia de que loa derechos de los socios ª!!. 

tán incorporados en acciones. No es esencial a la comandita por accio-­

nes el actuar bajo una raz6n social, pues también puede hacerlo emplean­

do une denominaci6n. 
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Saciedad Cooperativa. La sociedad cooperativa es una - -

sociedad de clase, compuesta únicamente de socios pertenecientes a la -

clase trabajadora, cuya objeto es la explotación de una empresa camer-­

cial de producción o de distribución de bienes a servicios, can elimin!!_ 

ción del comerciante intermediaria y con la Finalidad de distribuir los 

beneficios de la explotación de la empresa directamente entre las socios 

cooperativistas. 

Cooperativa de consuma o de consumidores es aquélla en -­

que los miembros se asocian can el objeta de obtener en común bienes -­

o servicios para ellos, sus hogares o actividades 1111..iividuales de pro-­

ducción (art. 52 LGS C). Las utilidades en este tipa de C'.Japerativas 

deben repartirse en prccorción a las ope~aciones que cada sacio haya 

realizado con la sociedad y na en proporción al capital apartado. 

Son cooperativas de producción aquéllas en que los socios 

se obligan a prestar sus servicios en la empresa explotada por la soci~ 

dad y en la que, por regla general, no puede haber asalariados, sino -­

que todos los trabajadores deben tener el c2rácter de socios. Las uti­

lidejes se repartirán en proporción a los servic:os p•e~t~dos a la 

cooperativa sin atend~r a las aportaciones (art. 55 LüSC). 

Según el art. 10. de la LGSC, las condiciones que debe 

reunir una sociedad de esta clase sun: 

1) Estar integrada por individuos de la clase trabajado-
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ra que aporten a la sociedad su trabajo personal cuando se trata de ---­

cooperativas de p1'oducci6n, o que se aprovisionan a través de la soc1 edad 

o utilizan los servicios que ella presta, cuando se trata de cooperativas 

de const1111idores. 

2) Funcionar éon un njmero variable de socios, nunca infe 

rior a diez. 

3) Tener un capital variable y duraci6n indefinida. 

4) Conceder a cada socio un voto. 

5) No perseguir fines de lucro. 

6) Procurar el mejoramiento social y econ6mico de sus so­

cios, r.ediante la acci6n conjunta de éstos en una obra colectiva y; 

7) Repartir sus rendimientos a prorrata entre los socios 

en ra~ón del tiempo trabajado, si se trata de cooperativas de producción 

y de acuerdo con el montu de las operaciones realizadas can la saciedad 

en las de consumo. 

Encontramos una contradicción evidente ya que para que la. 

sociedad esté en posibilidad de repartir las utilidades que se obtengan­

de su funcinnamiento, es necesario que previamente se haya obtenido un -

lucro o utilidad a repartir. 
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El régimen de responsabilidad que pueden adoptar las so-­

ciedades cooperativas es limitado o suplementado. La cooperativa de -­

responsabilidad limitada será cuando las obligaciones de los sacias pa-. 

· ra la integrac16n del capital consistan únicamente en el pago de sus -­

aportaciones; y serán de responsabilidad suplementaria cuando los so--­

cios respondan a ·prorrata de las operaciones sociales, has ta por una -­

cantidad fija determinada en el acta constitutiva o par acuerde de la -

asalltJlee (art. 5a. LGSC). 

les cooperativas de producci6n que exploten concesiones, -

permisos, autorizaciones y contratos legalmente otorgados por las auto-­

ridades, toman el nombre de cooperativas de intervención oficial (art. ~ 

63 LGSC). 

Si el estado o el Banco Nacional de Fomento Cooperativo -

entr?.ga a la cooperativa determinados bienes par~ su explotaci6n, la so­

ciedad toma el carácter de participación estatal (a:rt. 66 LGSC). En rru­

chas opasiones el árgano estatal que entrega los bienes tiene el carác-­

ter de un verdadero socio, pues como remuneración por los bienes aporta­

dos tiene derecha a una parte de las utilidades y puede participar en la 

admlnistrac16n de le cooperativa (arta. 70 y 71 LGSC). 

Sociedades ~tualistas. La LGIS determina que las entid.,!!. 

des autorizadas para desen:penar tal actividad deben organizarse jurídi­

cament:e como sociedades anónimas o coma sociedades mutualistas (arta. -

17 \j 18). 



Serán mutualistas de seguras las sociedades formadas por 

socias expuestas a una determinada categoría de riesgos, (seguros de vi­

da, agrícolas, invalidez, etc.), cuyas consecuencias económicas serán cu 

biertas a través de la sociedad por las aportaciones, que en forma de 

prima hagan los propios mutualistas. 

Le 1TUtuelista asumirá el lugar de la errpresa aseguradora 

que cubrirá 1os riesgos de las nutuelizadas. 

Le citada LGIS afirme que este tipa de saciedades se org.!!... 

nizarén y funcionarán de tal manera, que les operaciones efe seguras que 

practiquen no produzcan lucra o utilidad a la sociedad ni a los socios,­

debiendo cobrar solamente lo indispensable para cubrir las gestos gener!!_ 

les que ocasione su gestión y para constituir las reservas necesarias -­

a fin de poder cumplir sus C0111Jromisas. Par otra parte, la propia ley -

ordena que cualquier remanente que se produzca deberá ser repartido en-­

tre las mutualistas en praparci6n a las primas totales pagadas, después 

de separar les sumas que requiera la constituci6n del fondo de reserva -

(art. 18 free. X). 
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CAPITULO II. 

LA REPRESENTACION EN LAS SOCIEDADES. 

Pare estar en posibilidad de ~ctuar, las sociedades requi~ 

ren de un 6rgeno de edministraci6n que exteriorice su voluntad y ejecute 

físicamente las actividades que conponen su objeto social. 

La estructure de la sociedad, como suma de personas que ~ 

con un capitel persiguen un fin común de carácter económico, requiere 

que alguien declare frente e terceros la vo1untad del ente colectivo. 

El art. 27 c. Civ., declara que las personas morales obran y se obligan 

por medio de·los 6rganos que las representan, sea por disposición de la 

ley o conforme a lo establecido en sus escrituras constitutivas y sus es 

tatutos. 

Las personas designadas para declarar la voluntad colecti:._ 

va, crean, modifican y extinguen relaciones jurídicas, cuyos efectos re­

caen sobre la sociedad: son sus representantes. 

El art. 60. frac. IX, de la LGSM, exige que en la escrit~ 

ra constitutiva de toda sociedad mercantil se haga el nombramiento de -­

loa adm~niatradores y la designación de los que han de llevar la firma -

social. Así se distingue la administración de la representación, ya que 

el derecho al uso de la firma social, no es más que e1 de actuar en nom­

bre y por cuente de ~ata. 
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En la sociedad en nombre colectivo todos las socias son -

administradores (art. 40 LGSM) y todos son representantes (ert. 44 LGSM), 

aunque cabe la 11.mitación de la administración y de la representación a 

alguno~ de ellos. (art. 36 y 44 LGSM). 

En la sociedad en comendi ta si~le rigen los mismos prin­

cipias, con le peculiaridad de que los comanditarios están excluidos de 

toda actividad administrativa y representativa. 

la adninistración par todos los socios también es posible 

en la sacieclad de responsabilidad limitada (art. 74, párrafo 2o. LGSM),­

si bien cabe~ limitación a algunos. Sin entJarga, en el propio precep­

to se determina que esta sociedad será administrada por uno o más geren­

tes , cuyo ncmbrani.enta puede revocarse en cualquier momento. Las resol.!:!, 

cianea de estos se temerán por mayoría de votoa, salvo que los estatutos 

fijen unanimidad por que deben obrar conjuntamente (art. 75 LGSM). 

La adninistraci6n de la sociedad anónima puede confiarse -

a una persona que la ley denClldna adnin.istrador o un grupo de personas -

llamado consejo de administración. 

El cargo de administrador o de consejero es personal, tem 

peral, revocable y renunerado. 

El que sea personal el carga significará que no puede ser 

dese~ei'lado por medio de repre5entantes (art. 147 LGSM)¡ de aquí que na-
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cesariamente haya de recaer en personas físicas, ya que las morales - -­

siempre actÚRn por medio de representantes. 

Aunque la ley declara la temporalidad del cargo, na fija­

límite máxima a su duración, de modo que en los estatutos puede estable­

cerse una duración tal, que prácticamente la designación sea indefinida. 

Esto queda corregido por el carácter esencialmente revocable del admi--­

nistrador y de los consejeros (art. 142 LGSM), que permite a la sociedad 

proveerse de n.Jevos representantes aunque no haya concluído el plazo pa­

ra el cual fueran designados los anteriores. 

La rem.inerabilidad del cargo de administrador o consejero 

es discutible, ya que no es de la esencia del cargo, de-modo que seria -

válida la cláusula estatutaria que estableciera su gratuidad. 

La designación COl!llete a la asamblea ordinaria de accio-~ 

nistas, debiéndose hacer el nombramiento por mayoría. La ley concede -­

especial protección al grupo minoritario, siempre que alcance el 25% del 

capital social y que los administradores designados sean 3 o más, caso -

en el que la referida minoría nombrará un con~ejero (art. 144 LGSM); - -

aunque nada irr.pide que estatutariamente se regulen en forma más arr;ilia -

los derechos de las minorías. 

Para ser administrador se requiere ser persona física, ·s.2. 

cio o extrano a la sociedad, v na estar inhabilitado para ejercer el co­

mercio (art. 151 LGSM). 
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Los administradores deberán prestar la garantía que 111ar-­

quen ,lCJB estatutos. 

Las nombrBIT}ientas de administradores deben inscribirse en 

el Registro de Comercio, ya que el art. 21, frac. VII del C. Cam. señala 

que los poderes generales y nombramientos y revocaciones de los mismos,­

conferidos a los gerentes, fBctores, ~epend~entes y cualquier otro manda 

tario, deberán inscribirse, y, como la LGSM {arts. 142 v 157) considera 

a lCJs administradores como mandatarios, es aplicable analógicamente el -

citado artículo del c. Com. 

El consejo de adminis,traci6n es un órgano «.:olegiado que -

no puede actuar sino estando reunidos sus mient:Jros, por lo que para cel~ 

brar sus sesiones es necesario que concurran cuando menos la mitad de -­

sus miembros (art. 143 LGSM). Para facilitar que haya quorum legal, es 

frecuente que se fije en los estatutos la posibilidad de elección de 

consejeros suplentes, regulándose en los propias estatutos su actuación. 

Las resoluciones se tomarán par mayoría de votos de las -

consejeras presentes (art. 146 LGSM). Debe en~enderse que cada miembro 

tiene un voto, excepto el presidente a quien la ley expresamente concede 

voto de calidad para el caso de efll)ate. 

El consejero, que en una operaci6n determinada tenga un' -

interés opuesto al de la sociedad, debe abst~nerse de votar v si lo ha-­

ce ea responsable de los daños v perjuicios que se causen a la sociedad 
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(art. 156 LGSM). 

De'cada sesión' dél consejo se levantará un acta, en el 11-

bro que para el efecto está obligada a llevar la sociedad (arta. 33. y ·41 

c. Com). 

Las atribuciones de los administradores resultan de los ~ 

arts. 10, 142, 158 y 173 de la LGSM. A ellas les corresponde la repre-­

sentación de la socied~d y la dirección de los negocios sociales, ·dentro 

de los límites que senala la escritura constitutiva y los acuerdos. de la 

asamblea de accionistas, ante la cual responden de la ejecusión de los -

mismos y en general de su actuación. 

Otras obligaciones que les señala la ley no san sino con~ 

secuencias de su facultad de dirección de las negocios sociales. Es cla 

ro, quE si a ellas se les entregan las aportaciones de los sacios (art. 

94 LGSM) son responsables de la realidad de su existencia (art. 158-I, -

LGS~). Como representantes de la sociedad, a los administradores les 

incumbe hacer qu~ se CUf:?la la obligación legal de llevar los libros de 

contabilidad que previene la ley (art. 158-III, LGSM), de las que se des 

prende si se obtuvieron utilidades v cual es su manto, a efecto de deter 

minar los dividendos repartibles entre las accionistaa (art. 158-II, - -

LGSM). 

Junto con el administrador o el consejo, como representan­

tes n~cesarias de la sociedad, existen una serie de representantes volu!!. 
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tarios, cuya esfera de atribuciones es muy variable y C0"'1rende simul--­

táneamente facultades administrativas y representativas. 

En primer lugar mencionamos a los consejeros delegados, -

cuya existencia legal puede considerarse prevista en el art. 146 de la 

LGSM, que permite al consejo designar a uno de sua miembros como delegado 

para la ejecución de actos concretos. Sin embargo, frecuentemente el CO!!. 

sejero delegado asume una estructura distinta, ya que no se limita a la 

ejecuci6n de actos concretos, sino que actúa con toda la competencia del 

consejo, a través de la delegaci6n que éste hace de las atribuciones que 

le son propias. 

En la práctica mexicana, 103 estatutos preven con frecue.!! 

cia la posibilidad de una delegación general y mencionan expresamente 

las facultades delegables o dejan su determinación al propio conseja. En 

cualquier caso; la delegaci6n de funciones se mueve de acuerda can estas 

directivas: 1) La delegación no exime al consejo del deber general de -

vigilancia y control; 2) El consejero delegado debe atenerse a las 1nd1 

caciones dadas par el consejo. 

En segundo lugar encontramos a los gerentes, que son admi­

nistradores y representantes de la sociedad subordinados al consejo. Las 

personas encargadas de atender los negocios sociales de modo permanente, 

bajo la vigilancia y direcc16n de las órganos administrativos ordinarios, 

son loa gerentes en nuestro derecho, llamadas en otras legislaciones di­

rectores, directores generales, directores técnicos, directores gerentes, 
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etc. El art. ·146, de la LGSM, señala que la asamblea general de accio-­

nistas, el consejo de administración o el administrador único podrán no.!!!. 

brar uno o varios gerentes generales o especiales, sean o no accionistas. 

El nombr~~iento de gerentes debe constar en escritura pú~ 

blica e ~nscribirse en el Registro de Comercio (art. 21 frac. VII y 26 -

c. C0111.). Hecho el nombramiento e inscrito debid~mente, se dará a cono­

cer mediante cartas circulares y demás medios que las costumbres mercan­

tiles reconocen (arta. 16 y 17 C. Can.). 

El art. 151 de la LGSM, requiere que los gerentes, como ~ 

los administradores, no estén inhabilitados para ejercer el comercio. 

El concepto de inhabilitación para ejercer el comercio es amplio y lo 

mismo se refiere a la capacidad necesaria para ejercer el comercio, que 

a la circunstancia de no hallarse incurso en alguna de las prohibiciones 

que el C. Com. y les leyes especiales establecen (art. So. c. Com). 

Es cierto que el gerente como tal no realiza actos de co~ 

mercio, puesto que es la sociedad, en nombre de la que actúa, la que re­

sulta titular y sujeta a esos actos de comerrio; pero con arreglo a la -

teoría general de la representación, el representante deberá t~ner la ca 

pacidad necesaria para realizar los actos jurídicos que efectúa en nom-­

bre y i::or cuenta de su representada; por eso se les exige esa capacidad 

aunque no sean comerciantes en lo personal. 

El cargo de gerente, como el de administrador, es personal 
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'>' r.o puede deser11Jeñarse por medio de representantes (art. 147 LGSM). -­

Esto significa que en México la gerencia de las sociedades an6njmas es-­

tá confiada a personas físicas, las que na pueden sustituirse en su car­

go, aunque sí podrán conceder poderes para actividades concretas de -

aquellas que entren en la esfera de su propia conpetencia (art. 149 -

LGSM). 

la LGSM señala las atribuciones de les gerentes con una ~ 

gran amplitud y vaguedad, puesto que dice que tendrán: n1as facultades -

que expresamente se les cofieran" y en la 6rbita de las mismas les co--­

rresponden "las más amplias facultades de representación y ejecución" y 

"no necesitarán eutorizaci6n especial del administrador o consejo de ad­

ministración para los actos que ejecuten" (art. 46 LGSM). 

Lo que antecede significa mucho y nada. 1'\Jcho, en cuanto 

se establece que los gerentes proceden en la esfera de sus atribuciones 

con plena autonomía, sin necesidad de consentimientcs ni ratificaciones 

de ningún otro órgano social. Nada, ya que estas atribuciones no están 

determinadas en la ley, es decir, que la árbita de sus facultades es fun 

damentalmente convencional. Legalmente, la única facultad cue se concede 

tanto a los gerentes como a los ddministradores, es la de suscribir tí tu 

los de crédito (art. 85 LGTOC). 

Las administradores (Órgano colegiado o individual) y los 

¡erentes, den~ro de sus respectivas facultades, pueden conferir poderes 

!n nombre de la sociedad sin que para elle se restrinjan sus propias fa-
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cultades y sin que la revocación de su llDHlbralliento o de sus facultades 

extinga los poderes que hayan otorgado (arts. 149 y 150LGSM). 

Al igual que los gerentes, los apoderados de las socie--­

dades disfrutarán de las facultades que expresaneiate les conf'iera el 6.!: 

gano o funcionario que los designe. Es coaír1 que se incluya en . el cúrrulo 

de facultades otorgadas a los apoderados. la de conferir dentro de sus -

propias facultades otros mandatos. 

Recordemos que la frac. \III de1 art. 21 de1 G. Com. seña-. 

la que los poderes y su revocación son objeto de inscripción en el reqi.:!_ 

tro correspondiente. 

Para la plena validez del atnrganiento de facultades debe 

dejarse perfectamente comprobada la personalidad del representante de la 

sociedad que confiere mandato, así se trate del pre-Bidente o delegado del 

consejo de administración, el gerente o inr::lusive un apoderado con facul 

tad para delegar sus propias atribuciones, ya que según resolución de la 

Suprema Corte de ~usticia, los notarios deberán acreditar dicha persona­

lidad y, en consecuencia, deberá asentarse en l~ escritura correspondie.!:!_ 

te la existencia de la sociedad (tesis 1033, Pág. 1866, TCJ1110 III del apé!! 

dice al tomo 98 del semanario judicial de la federación). 

Podemos afirmar que la finalidad que persigue cada uno de 

los órganos que integran o que se encargan de la aeministración de las -

sociedades, es la conservación de la integridad del patrimonio de la pr~ 
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pia sociedad. As{, la actividad administrativa se entiende como equiva­

lente al gobierno de un determinado patrimonio. El ordenamiento de las 

sociedades mercantiles se dirige a hacer posible la realización del ob-­

jeto social, fin y medio a la vez respecto a la consecución del fin últ!.. 

mo. consistente en la obtención del lucro: y en este ámbito, el adminis-

trador ve enr.erradFt su acti."idad de administración del patrimonio social 

(24)-

OPntro de la actividad administrativa v en forma no JJUV r.!_ 

9-1rosa. podría distinouirse la actividad propiamente jurídica, por vir--

tud de la cual se asumen, modifican o extinguen derechos y oblioaciones 

por cuenta de la sociedad, al lado de 1a actividad de carácter esencial-

men·te técnico-económico, que CO!lllrende lo relativo al ilfOulso, prnt¡Pcción 

y elPcción de los neaacios sociales, realjzación de la producción, ordena 

ci6n del personal, etc. 

En cualquier caso la distinción no puede formularse en un 

sentldo riguroso, ya que ambos términos presentan un denominador corrún: 

los dos integran el contenido de la actividad administrativa referida a-

una saciedad mercantil, por lo que podemos decir que no existe contrapo-

sición entre ellos sino complementación. 

Sin embargo, suele diferenciarse la.administración interna 

de la externa, colllJrendiendo la primera la gestión de los intereses soci~ 

(24). Suárez Llanos G6mez Luis. Revista de Derecho Mercantil. Vol.XXXIV. 
No. 85. Pág. 60. 



43. 

les dentro de la sociedad y la segunda, generalmente identificada como -

representación, se realiza cuando el que actúa en nombre de la sociedad 

entra en relaciones intersubjeti vas con terceros, adquiriendo derechos, 

asumiendo obligaciones o apersonándose en juicio (25). 

En nuestro derecho la diferenciación es recogida por el -

legislador y planteada, a nuestro parecer no 111.JY claramente,_en la frac. 

IX del art. 60. de la LGSM, al establecer como e1emento de la escritura 

constitutiva de una sociedad mercantil el nombramiento de los administra 

dores (administración interna) y la designación de los que han de llevar 

la firma social (adminLstración externa o representación). En términos 

idénticos se expresa eL art. 100, frac. I\I, de la misma ley, cuando seÍÍ!!. 

la que en la asamblea general-constitutiva de una sociedad anónima deberá 

procederse a la elección de los que han de usar la firma social. 

Felipe de Solé señala que la representación es el medio en 

cuva virtud la sociedad se produce frente a los terceros, mientras aue -

la administración se concreta a las relaciones internas de la organiza--

ci6n. La representación de la sociPdad corresponde a las personas inves 

tidas de la facultad de concluir neoocios. con efecto vinculatorio oara 

todos los socios. estando normalmente unida la reoresentacián a la fun--

ci6n administrativa, y a falta de disposición en contrario, la lev espa-

ñola presume que toda sacio administrador es tanit:lién representRnre de la 

socied>'>d (25). 

(25). Suárez Llanos Gámez Luis. Anu~rJo de Oerechn Civil. Tomo XV, 
Faaci culo r11. Pág • 33 

(26). Brunetti Pntonio. Tratado del Derecho de las Sociedades. Toma I -
Pág. 327. 
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El consejo de administración tiene función representati-~ 

va, ya que la sociedad por su conducto desarrolla toda forma de activi-­

dad jurídica. En tal sentido, la ley habla de representación en el cum­

plimiento de los actos que están co11'4Jrendidos en el objeto social, salvo 

las limitaciones resultantes del acto constitutivo. 

La representaci6n debe entenderse·como el poder atribuido -

al órgano de administraci6n para manifestar la voluntad social y ésta, no 

puede dudarse, corresponde al cqnsejo de administración, como órgano de 

la sociedad al que la ley ha conferido el poder en la organización del -

ente (27). 

Antonio Brunetti -da esta definición: "El canse io de admi­

nistración es un árgano colegiado neces~rio v permanente cuyos miembros, 

socios o no, son periodicamente nombrados por la asamblea ordinaria de -

la sociedad y cuya función es realizar todos Íos actos de administración 

ordinaria y extraordinaria, representando a la sociedad ante terceros y 

asumiendo responsabilidad solidaria e ilimitada por las infracciones a -

los deberes que les impone la ley y el acto constitutivo". El autor na 

excluve la oosibilidad de que la administración recaiaa en una sola persa 

na, siPndo entoncPs ~dminiRtrador único. Es un órgano necesario. por quP 

sin la existencia de éste se compromete la existencia misma de la socie­

dad, ya que se vería ante la imposibilidad de conseguir el propio ob.1eto 

(27). Brunétt.i Antonio. Op. Cit. Tnmn I. Páo. 33F.. 
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v puene. por ranto,ser causa de disolución (28). 

Indeoendientemente de la CClnlJetencia determinada por el -

objeta social, la función del árgano administrativa es: a) de adminis--­

tración, b) de ejecución de acuerdos de la asamblea y e) de ejecución ~ 

de las actividades específicas que le reserva la ley. La competencia -­

del conseja de administración corrprende toda la vida de re1acián de la -

saciedad IJ consiste. en lo interno, en la formación de.la voluntad so---

cial en los actas de su competencia IJ, en lo externa, en la manifesta---

ción de su voluntad ante terceras. 

Ha sido motivo de diferentes-puntas de vi~ta la determifl!!_ 

ción,de la naturaleza de la relación que liga.a la sociedad can quien o 

quienes desempeñan la función administrativa. Cada posición está rela-­

cionada can la concepción que de la misma sociedad se tiene. Así, qui,,!!. 

nes aceptan la teoría de la ficción respecto de la.sociedad, sostienen -

que tal relación constituve un mandato; en cantlio, otros afirman que se 

trata de un árgano que se une a los demás órganos sociales para integrar 

el ente llamada sociedad <29). 

Nuestra legislación ha aceptado expresamente la concepción 

contractualista v en el art. 142 de la LGSM se dete~ina que la adminis­

tración estará encomendada a uno o varios mandatarios. Además, en el --

art. 157 del aropio ordenamiento se contiene la disposición de oue, tra-

(28). 
(29). 

Dp. Cit. Tomo II. Pág. 454. 
Russek, Manuel E. Lecturas .Jurídicas. No. 3. Abril-Junio 1960. 
Pág. 24. 
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tándase de responsabilidad de los administradores, son aplicables las -­

normas de responsabilidad del contrato de mandato. 

Se considera que no puede hablarse de une verdadera rela­

ci6n de mandato, teniendo en. o.l~nta que el mandato supone una relación -
,- .· 

de índole fundamentalmente voluntaria, en tanto que la sociedad utiliza 

administradores y representantes en virtud de uña necesidad insuperable. 

Podernos decir que ni los administradores ni los representantes de la so-

cieded son mandatarios, aunque las reglas del mandato pueden aplicarse -

supletoriamente pare cubrir omisiones de la ley (30). 

Por eso se ha hablado de poderes-deberes y de actividad n~ 

cesarla para referirse a la posición de los administradores y es que, 

efectivamente, no tienen simples derechos, sino que las atribuciones de 

que son titulares son auténticas poderes-deberes (31). 

A veces, sin embarga, la delimitaci6n de campos extremas -

de las concepciones cantractualistas y organicistas deja de ser termi---

nante y encontramos numerosos autores que hablan de que los órganos edm!, 

nistrativos de le sociedad son sus mandatarios. Esta misma confus16n --

tern1.nol6gica se advierte en el C. Civ. (art. 27) , c:uando dice que: 11 les 

personas morales obren y se obligan por medio de los órganos que las re­

presentan"; y también en la exploción de motivos de la LGSM en relación 

(30). 
(31). 

Rodríguez y Jk;dríguez Joaquín. Op. Cit. Tomo I, Pág. 212. 
Rodríguez y Rodríguez Joaquín. ~- Cit. Tomo II. Pág. 102. 
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con les citados arts. 142 y 157. 

Ahora bien, nosotros no admitimos-ni la doctrina de 13 fi.=_ 

cién, ni la teoría orgánica. Es verdad que el C. Civ. habla de órganos 

y de representantes e igualmente la exposici6n de motivos de la LGSM en 

relaci6n con su texto, pero tento,en uno como en otro lugar, la expre--­

si6n órgano está usada en sentido metaf6rico, no técnico, v por consi--­

auiente, lejos sin duda de las premisas y conclusiones de la teoría org_á 

nica. 

Los administradores de la sociedad (administrador único o 

consejo) actúan para formar la voluntad social en el marco de su comoe-­

t~ncia v hacer posible la expresión de la voluntad colectiva frente a -­

terceros y, a ruestro juicio, no c~n mandatarios. 

Las razones que podemos alegar para fundar esta afirmaci6n 

se oueden reducir en esencia a dos: en primer lugar, el mandato es un -­

contrato que presupone cuando menos dos partes; el nombramiento de admi­

nistradores de la sociedad es un acto unilateral. Incluso aquéllos que 

creen que la asantJlea puede exteriorizar la voluntad social , ni~gan que 

los administradores sean t~les mandatarios. En seounda luoar, el contra 

to supone una posición de voluntad; es esencial del mandato que el man-­

dante pueda establecer el mandato, pero no que deba hacerlp. La sacie-­

dad no está en situación de poder nombrar sus administradores o de no -­

nombI"al'los, sino que por imperativo legal tiene oue desionarlos y actuar 

a través de ellos. 
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Esto sionifica que oor falta de posibilidad contractual v 

por la 1mperat~vidad del nombramiento debe negarse que las adm~niatrado­

rea sean mandatarios. 

La conclusión a Que llegamos de acuerdo con la doctrina -

más reciente, es pues, que el nombramiento de las &dministradorea no es 

contractual v que el régimen jurídico de su actuación·, t~aco se deteE_ 

mina por un contrato de mandato. Se trata de un caso de representación 

necesaria que se deriva de un acta unilateral de la asamblea, por la -­

que la estructura jurídica de los administradorcos se aproxima definitiv!!_ 

mente a la s1tuaci6n del tutor o del albacea, como reoresentantes nece­

sarios de los incapacitados o de la herencia. 

Ahora bien, el que neguemos que los administradores sean­

mandaterioa, incluso en el marco del derecho mexicano, na puede tener -­

el erecto de hacer desaparecer los preceptos legales citados; ven éstas 

se dice que los administradores san mandatarios y que tienen la respons.!:!_ 

bil1dad inherente al mandato. Estos preceptos no pueden desconocerse -­

V a nuestro juicio, tienen la eficacia de indicarnos que a falta de dis­

posiciones especiales, el régimen jurídico de l~s administradores se re­

oirá por las reglas del mandato (32). 

Mantilla Malina afirma que la lev considera aue los admi­

niatradoreA son ITlllndatarioa de la sociedad (arts. 142 v 157), al hacer-· 

(32). Rodríguez y Rodríguez Joaquín. Toma II. Pág. 121. 
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lo así confunde, como es frecuente. la representación y el mandato y olv!. 

da incluso que puede haber mandato sin representación (art. 2560 del c. 

Civ). El mandatario a6lo está obligado a realizar actos jurídicos (art. 

2546), en cambio los administradores también astán obligados a realizar 

actos materiales. 

Si el mandato es un contrato, lquién representa a la so-­

ciedad al conferir el mandat~ a las administradores, si justamente és--

tos son quienes representan a la sociedad? El mandante puede realizar 

por sí mismo los actos cuya celebración confía al mandatario; la socie 

dad supuestamente mandante nunca puede actuar si no es por media de sus 

administradores. 

M3s notorio es.que los administradores no son mandatarios. 

si s~ piensa en el caso tan frecuente de que forman un consejo de admi--

nistración; entonces ninguno de ellos aisladamente representa a la so--­

ciedad, concurren a inteorar un árgano de ella, el cual es el que goza -

de la facultad de representarla. Con esto se indica cual ea el verdade-

ro carácter de los administradores: el de árgano representativo de la --

sociedad (33). 

En la doctrina, existen autores oue nieoan la aolicaci6n 

del concepto de representación a la administración de las sociedades y 

que afirman oue s6lo una figura distinta puede explicar este fenómeno -

de la 111E1nifestaci6n, o mejor dicho, de la creación de voluntad de la --

(33). Mantilla Malina Roberto. Boletín del Instituto de Derecho Compa­
rado. t-'eyo-Dic. 1954. Pág. 15. 
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persona jurídica. 

Barrera Graf no acepta la tesis que niega la relación de 

representación y oue distingue esta insti~ción ele la relación orgánica 

y del árgano misma; para él ambas figuras se conbinan y concilian, par­

que ci bien es cierto: a) que la administración de las sociedades na -

consiste solamente en una función representativa; b) que la naturaleza 

de la administración no se agota can la institució~ de la representa--­

cián, sino que se reauiere acudir a la teoría·del órgano para explicar 

la función v actividad de las administradores y de la sociedad misma: y 

c) que la representación de las sociedades tiene notas propias v carac­

terísticas peculiares que la distinguen de 1a representación de los in­

dividuos: también es cierta que las principales notas v características 

de esta representación, tanto la voluntaria coma la leoal que carrespo!!_ 

de a los menores e incapacitadas, tales como la interposición realizada 

par persona física, el actuar a nombre de otro (el representado) v la -

atribución al representado de las efectos de los actas ejecutadas par -

el representante, ~~ aplican íntegramente a la representación de sacie­

dades, es decir, a la representación que legalmente se concede al llama 

da órqano de administración y que se ejerce a.través de las personas -­

físicas que la integran o de delegadas naitirados por él. 

A semejanza de la que corresponde a menores e incapacita­

das, la representación de saciedRdes es de carácter necesario, va oue· -­

tanto el ente como el incapaz y el menor pueden obrar bÓlo a través de -

un representante. Sin embargo, a diferencia de la de éstos sujetos, la 
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representaci6n de la sociedad es permanente. Desde que la sociedad na-­

ce. inclusive antes de cumplir con todas las formalidades exigidas por la 

lev y can anterioridad también a su inscripción en el Registro de Comer­

cio, hasta que 111.Jere; ella se manifiesta, obra y se relaciona a virtud v 

por medio de sus representantes 04). 

Además, en tanto que la representación del menor es transi 

toria e irregular. ya que sólo perdura en cuanto subsiste. la minoridad,­

y la del incapaz es an6mala e irregular porque subsiste solamente mien-­

tras dura le interdicción, o s~a que la representación de menorPs e in-­

terdictos supone su incapacidad de obrar, la de las personas morales es, 

por una parte, consustancial, orgánica y propia de dicha figura, de tal 

manera que todas las sociedades deben tener siempre personas físicas que 

las representen y sólo mediante la actividad de ellas (sucios, adminis-­

tradores, gerentes, apoderados) actúan ante terceros y, por otra parte, 

dicha representación supone la capacidad de la sociedad para la ejecu--­

cién y celebración de actos y negocios, inclusive para imputarle rllrect!!!. 

mente loa efectos de los actos ilícitos cometidos por sus representan-­

tes. 

En el caso de las sociedades existe UllR representación le­

gal que la ley atribuye al administrador o administradores (art. 10 - -­

LGSM) designados ex-profeen, o a todos los socios si no se hace designa­

ción de aquéllos y se trata de una sociedad personal (art. 40). La ley 

misma limita el ámbito y el alcance de las facultades de los representa!!_ 

(34). Barrera Graf Jorge. Revista de Ciencias Jurídicas. No. 7. Pág. 27. 
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tes al objeto o finalidad je la eociedad y permite que la sociedad re­

presentada imponga otras limitaciones. A diferencia de la representa--­

ción legal de las personas físicas, la representación social es, además, 

voluntaria, na en contraposición a necesaria com::l ya vlmcs que lo es, --· 

sino en cuanto a que la saciedad elige y revoca libremente a sus adminis 

.tradores representantes I}, éstos también libremente aceptan o rechazan -

su nombramiento IJ la subsistencia 1J contiruidad de su cargo, salvo la i!!! 

pcsici6n de la ley para que continúen en el des~eño de sus funciones -

mientras no se hagan nuevas nombramientos y los nombrados no tomen pose­

sión de sus cargos (art. 154 LGSM). Esto constituye el reconocimiento -

del carácter necesario y permanente de la representación en las socieda­

des, así como de su naturaleza contractual a juicio de B~rrera Graf. - -

05). 

La representación que la ley otorga al administrador o a.2_ 

ministradores de las sociedades, o sea la representsción social típica, 

también se distingu~ de otras figuras representativas porque el órgano -

al que se atribuye tiene otras facultades tan importantes como las de -­

r2presentación, tales coma son las de dirección y gestión de la socieéad. 

Al conjunto de actividades aLribuídas al órgallD re~~ectivo se denomina -

administración, y así s~ califica al órgano (individual a colectivo) que 

tiene a su cargo dichas tareas sociales. 

La administraciún de las sociedades, por otra parte, no -

( 35) • Barrera Graf .1orge. Op. Cit. Pág. 30. 



53~ 

sólo se ejerce y manifiesta exteriormente frente a terceras, sino tam--­

bién internamente, respecto a los socios, ai personal (que también son -

terceros) y a los bienes de la errpresa-sociedad. Las funciones del o de 

los administradores no se agotan en la celebración de actas y negocios -

con terceros ajenos a la empresa, sino que ade1sás comprenden una activi­

dad de organización y explotación de los elementos de la empresa, tanta 

personales como materiales. Internamente al órgano de administración 

compete el aviamiento y la organización de la ~resa. En síntesis, la 

llamada administración consiste en relaciones externas de la sociedad 

predominantemente representativas y relaciones internas preferentemente 

de dirección y gestión (36). 

Del hecho de que la sociedad necesite de personas físicas 

que la representen v la dirijan y de que correspcndan al órgano otras a.s. 

tividades de gestión además de las representati~a.s. se deriva que dichas 

personas físicas (administradores) constituyan un elemento imarescindi-­

ble de toda sociedad y que sus funciones de representación ~ de gestión 

sean necesarias, constantes y permanentes dentro de la misma; y que el -

conjunto de funciones que se comprenden dentro del concepto genérico ce 

administración nn constituyan una relación contracuial de mandato o de -

trabajo strictus senf!!:!., porque la actividad del sujeto no se concreta a 

la ejecución de actos jurídicos que el mandante le encarga según la defl 

nición del art. 2546 del C. Civ. ni dicha actividad se realiza naja la -

dirección del patrón sociedad (art. 8 LFT) ni se subordina a las Órdenes 

(35). Barrera Graf Jorge. Op. Cit. Pág. 33. 
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de éste, sino que es el administrador quien dirige a la saciedad y más -

bien la saciedad aparece subordinada a los dictadas, a la direcci6n y a 

la geeti6n del administrador. 

De dichas notas se desprende la existencia y la integra-­

ción de una figura típicamente social, es decir propia de lee personas -

colectivas tanta privadas coma públicas, que es el 6rgano; el cual según 

veremos se forma de personas (agentes, funcionarias) y de fines, activid.!!, 

des o funciones y sólo constituye una parte del ente mismo. Este ente,­

en efecto, se integra de la personalidad jurídica que el ordenamiento -­

le reconoce y de los distintos 6rganos formados por individuos a los que 

se atribuyen esferas de competencia; y ambos elementos, la persona y -­

sus ótganos, se complementan sin que se requiera, ni se exija, ni se ju!!_ 

tifique, el dotar de personalidad jurídica a los órganos, que cónatitu-­

yen los medios e instrumentas necesarias para la mRnifestación de dicha 

personalidad de la sociedad. 

En opinión de Barrera Graf, la figura jurídica de la repr~ 

sentación no basta para exµlicar ~oda la actividad que corresponde al ór 

gano de administración de la sociedad y dicha actividad tampoco puede 

explicarse al través y en función de un contrata de prestación de servi­

cios, en virtud de que las funciones del administrador no se restringen 

a un obrar frente a terceros por cuenta y a nombre de la sociedad; nult.!. 

tud de actos del administrador no se realizan ni se proyectan frente a -

terceros, aino que se refieren y se reflejan a la actividad interna de -

organizcii:.:ión :::lentrn de la pl'opia sociedad ( 37) 

(37). Barrera Graf Jorge. Op. Cit. Pág. 38. 
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li.iestra LGSM se refiere al 11organo 11 al tratar de la asé!!!!; 

blea de socias en la sociedad de responsabilidad limitada (art. ?7) y -

de accionistas en la an6nima {art~ 1?8), y cuidadosamente evita usar el 

t~rm1no pera ret'erirae á las· funciones y a las persones de.la admin1s-­

trac16n y de la vigilancia; la exposición de motivos de nuestra ley y -

la doctrina mexicana, en cambio;_ ai utilizan ta,L concepto y la ex;:ire:...--
' 

si6n relativa. 

Contrariamente. en el mismo ordenamiento expresamente se­

establece que el consejo de administración será el órgano ejecutivo de -

la asamblea-y tendré la representeci6n de la sociedad y le firma social-

(art. 28 LGSM). 

Podemos afirmar que nuestro derecho positivo sí acoge la­

teoria del órgano y regula el acto de administración atribuyéndole dis~­

~intas facultades de gestión, de dirección y de representación de la so­

ciedad. 

El mismo Barrera Graf opina que las distintas y tan veri!?, 

das funciones de la administración de las sociedades y la organización -

jerárquica de ellas, a bese de distintos 6rganos y en funci6n de lea fa­

cultades que la ley v el pacto social lgs atribuyen, exige acudir e una 

figura distinta a la de representación, que ea precisamente la,del 6rga­

na. Sin embargo, es pertinente y oportuno señalar que el 6rgano de adm.!. 

nistraci6n no es s6lo un concepto a una aplicación de la instituci6n ju­

rídica denominada representación; ea decir, si bien las facultades que -
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corresponden a dicho órgano no se explican todas ellas, por y con el -­

concepto de la representación, también es cierto que les funcio.nea del ~ 

órgano consistentes en le ejecución de actos jurídicos frente a terceros 

son funciones típicas y predominantemente representativas .(JB). 

El órgano se integra de daselenentos, uno objetiva que al 

misma ti~o es estrictamente jurídica y que está consti tuÍdo por el ca!! 

junto de facultades, funciones y atribuciones que el ardehamiento legal 

y el pacto de las partes les atribuyen, y el otro, subjetiva~ o sea, la 

persona o personas que lo integran y que.ejercen. aplican y usan dichas 

facultades, funciones y atribuciones. 

El. elemento objetiva es el. contenido y le materia del órg.!:!_ 

no, que no otorga ni atribuye a éste ~acidad ni derechos subjetivos, -

los que sólo corresponden a la sociedad de la que el 6rgano forma parte; 

además, en dicho conjunto de facultades estriba le CDIJ1letencia del órga­

no, o sea le medida y el límite de sus funciones. 

Las titulares o miembros del árgano, es decir los funcio-­

narios, los administradores, los agentes de la uoeiedad que individual o 

colectivamente integran el órgano, constituyen el media y el instrumento 

'irrprescindible para poner en funciones la esfera de competencia, para·-­

actualizar y ejercitar las facultades y las atribueiones asignadas y re-

( 38) • Barrera Graf Jorge. Op. Cit. Pág. t,7 
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feridas a cada órgano; en suma, las personas que forman el órgano son -­

vehículo necesario para atribuir al ente los actos que ejecutan y reali­

zan, y para imputarle los efectos de tales actos (39). 

Ahora bien, si el carácter de administrador deriva de un 

nombramiento o de una designación del órgano ~etente de la sociedad, 

que es la asamblea de socios o accionistas en cualquier tipo de sacie-­

dad, estaremos en presencia de un contrato o de un acto unilateral, se­

gún que la ley requiera o no, en los dife:rentes tipos sociales, la aceE. 

tación del cargo de administrador para su ejercicio y para entrar en -­

funciones. 

La LGSM no exige en ningún caso, de manera expresa, que -

Los administradores acepten sus cargos; la costunDre, sin embargo, en -­

las sociedades anónimas y en las de responsabilidad lim1.tada cuan90 me-­

nos, sí iftllone la aceptación, junto con la protesta del fiel y diligente 

desempeño de las funciones respectivas, así cano la prestación de la ga­

rantía a que alude el art. 152, que aun cuando está colocado en el capi­

tulo de sociedad anónima se aplica a otras sociedades. 

La exigencia de otorgar una garantía, que es requisito p~ 

ra inscribir el ~ombramiento de los administradores en el Registro de -­

Comercio (art. 153 LGSM) y por cuyo cumplimiento debe velar el comisario, 

nos indica que estamos en presencia de un acto bilateral, de un contrato. 

(39). Barrera Graf Jorge. Dp. Cit. P~g. 58. 
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El vínculo contractual se celebra entre sociedad y admini~ 

tredor, aqu~lla obra y actúa por resolución del órgano respectivo, asam­

blea de socios, y éste acepta el cargo y lo desemepña como cualquier - -

otro representante o mandatario. Para efectuar el nombramiento, la sa-­

ciedad no requiere de quien la represente, o sea de una persona física -

que celebre el contrato con el administrador, ya que el nombramiento es 

facultad reservada a las ~sambleas de sacias y basta para ello el acuer­

do interno del 6rgano; pera si tal nombramiento debiera acompañarse de -

actas externas (pratocolizeción y registro) la representación para real_!. 

zarlos se otorga por le propia asamblea a un tercero que obrará como de­

legado especial, o al propio administrador o consejero nombrada, porque 

no hay inconveniente alguno pare que el CUlllJlimiento de formalidades se 

atribuya al propio representante, tal como sucede con el poder que una -

persona otorga a otra, encargándole que lo inscriba en el Registro de Ca 

mercio. 

Se trata de un contrato especial de administración, que es 

el propio (aurQue no exclusivo) de las sociedades de capitales, y .que C.!:!_ 

rresponde en el derecho público al contrato de emplea de los empleados -

de le administración. Sus características principales son, el ser enero 

so (art. 181 frac. III LGSM), conmutativo, de ejecución personal y trac­

to sucesivo, que requiere para su validez del acuerdo de la asamblea, v 
que normalmente no exige más formalidades que las propias de la trans-­

cripción del acuerdo y de la aceptación en el libra de asambleas de so­

cias y accionistas. 

El contenido del contrato no solo estriba en la ejecución 
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de actos jurídicos, como en el caso del mandato (art. 2546 C. Civ.) - -­

aunque ésta constituye su principal objeto, sino también en otros actos 

de gesti6n y direcci6n de la empresa, que pueden no ser estr'ictamente -­

jurídicos, ni exigir el ejercicio de la representaci6n que corresponde -

al administrador. Además es una especie de,contrato de prestaci6n de -­

servicios en el que te6rica, normal y legalmente existe una subordina--­

ci6n al órgano supremo que ea la asamblea de socios, pero que ~n la prá.!::_ 

tica de muchas aocieaades modernas, sobre todo an6nimas, v según lá co-­

rriente moderna del derecho corporativo, tal subordinación se invierte,­

para quedar las órganos sometidos al de administraci6n y ser él quien es 

tablezca la actividad y dicte la política que rija a la e111Jresa (40). 

(40). Barrera Graf Jorge. Op. Cit. Pág. 63. 
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CAPITULO III. 

LOS ACTOS ULTRA VIRES EN DERECHO EXTRAN.JERO. 

Para la doctrina ultra vires la determinaci6n del objeto -

de la sociedad tiene i~ortancia especial., ya que en principia los actos 

de sus representantes no la obligan cuando son ajenos a su objeto. 

Las sociedades, a diferencia de. lo que amrre con los in­

dividuos, nacen a la vida jurídica can un obj!'!to determinado, dentro --

del cual deben desenvolver su conducta, de ta1 aodo que lo que se haga 

fuera de ese objeto ser~ un acto atribuible personalmente a quienes --­

pretendieron realizarlo como 6rganos de la socl.edad (41). 

La teor!a ultra vires es una elabaractó1' de la jurispru-. 

ciencia inglesa y consiste en declarar rt.1la todo acto reali2ado por cue!!. 

ta y nombre de la sociedad, si no está dentro de los límites marcados -

por los objeto~ indicados en sus estatutos o no está razonablemente li­

gado a ellos; y será rulo aún en el caso de que todos los miembros de -

la sociedad declaren querer ratificar el acta de que se trata. Loa ad-

ministradores - directora - pueden pues realizat tucos los actas que -

estén comprendidos en los objetos sociales, de acue~do con los poderes 

que lea confieran los estatutos y los acuerdos de la asamblea. 51 los 

actos de loa administradores exceden de las facu1tades que se les han -

conferido V si la asamblea no los ratifica, no sen válidos; ahora bien, 

(41). Madagarriga Carlos C. Tratado Elemental de Oerecho Comercial. Pág. 
197. 
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le asamblea puede ratificarlos y en ese caso serán válidos con excepción 

de actos ultra virea, en cuya caso, aun si los ratifica la asamblea se--

rán nulos (42). 

El derecho alemán se opone al derecho inglés con una no-­

ción de personalidad de la sociedad por acciones más alllJlia, pues no ea 

tá restringida por el objeto social, ni tampoco por las J lmi tacj.anea ea 

tatutariaa a los poderes de los administradores, ya que tanto el objeto 

social como lea limitaciones a los poderes tienen efectos puramente in­

ternos. La sociedad tiene plena capacidad ante terceros y también la -

tienen loa administradores, sin perjuicio de que incurren en responsab.!_ 

lidad cuando actúen fuera del objeto social o se excedan en sus pode---

rea. 

La ley alemana dispone que la limitación de los poderes ~ 

de loa administradores no surte efectos respecto de terceros, pero que -

los administradores deben respetar frente a la sociedad las limitaciones 

a sus poderes establecidas por los estatutos, el consejo de vigilancia -

y le asamblea general. En apoyo a lo anterior, la jurisprudencia preci­

sa que frente a terceros son válidos los actos de los administradores 

aun en asuntos que excedan oe los límites previstos en los estatutos y 

que cualquier restricción estatutaria a los poderes na produce efectos -

respecto de terceros, a menos que se trate de una connivencia fraudulen-

ta entre el administrador y un tercero o si el tercero sabía o había te-

(42). Solá Cañizares Felipe de. iratsdo de Sor.iedadea por Acciones en -
Derecho Comparado. Tomo III. Pág. 46. 



62. 

nido la posibilidad de saber, con un mínimo de diligencia, que el admi-­

nistrador con quien contrataba estaba abusando de su derecho. 

Una Fórrrula intermedie, ¡:ero bastante próxima al derecho 

alemán, es la que se ha adoptado en Noruega, Suiza y España; en ella se 

ha tomado la pastura germánica de la ilimitabilidad de los poderes fren­

te a terceros, pero e condición de que se trate de actos que estén den-­

tro del.ab~eta social o tráFico de la empresa. 

En el derecha noruego, los poderes de los administradores 

relativos al gira de la empresa r.o son limitables.respecto de terceras -

de buena fé, pera deben respetarse las estipulaciones de los estatutos -

y las acuerdos de la asamblea. 

En Suiza son lícitas, para los efectos sociales internos,­

las limitaciones de los poderes de los administradores, pero respecto de 

terceras de buena fe no surten efecto alguno, sietllJre que sean actos in­

herentes al objeto social. 

En España, la nueva ley de 1951 establece que los admini_!! 

tradares representarán a la saciedad en juicio y fuera de él y que, en 

toda caso, la representación de la sociedad se extenderá a todos los 

asuntos pertenecientes al giro a tráfico dE la l?flllresa, lo que signifi­

ca que las limitaciones de los poderes a los administradores, si bien ~ 

son válidas en las relaciones internas entre el administrador y la so-­

ciedad, no surten efectos frente a terceros, aunque sean estatutarias -
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·y se hayan inscrito en e~ registro mercantil, a menos que los actos de -

los adninistradorea estén fuera del objeto social, en cuyo único caso -­

no surtirán efectos ante te.i·ceroa (43). 

Otro sistema intermedia, m6a alejado del ·alemán, la adop­

tan le mayoría de las países latinos, en aiyas leyes na Figura el pri"7 

cipi~ germ<l:-:ico de la ilimltabilidad de poderes~ y por lo tanto, la 11 

mitaciones de los poderes de los administradores surten efectos contra 

terceros, a cond1ci6n de que los actos de los adninistradares estén de!!. 

tro del objeto social o el tráfico normal de la. empresa. En algunas de 

estas legislaciones esta regla figura en la ley, en otras, ante el si-­

lencio de le ley, la cuestión es discutida (44). 

En Argentina, el art. 338 del Código de Comercio prescri-

be que los directores no pueden hacer, por cuenta de la sociedad, oper!!_ 

cienes ajenas a su objeto, so pena de ser considerados como violaciones 

de mandato. Les está prohíbida también n~gociar a contratar por cuenta 

propia, directa o indirectamente, con la sociedad que administran (45). 

Según la ley argentina, los administradores no pueden ha-

cer por cuenta de la saciedad operaciones ajenas a su objeto, formando -

dicho objeto social el límite d~l poder de repreaentac16n. 

(43). Gir6n Tena José. Anuario de Derecho Civil. Tomo XII, Fascículo 11. 
Abril-.l.Jn. 1959. 

(44). Solá CaRizares Felipe de. Revista Jurídica Argentina La Ley. Tomo 
55. Pág. 875. 

(45). Solá CaRizsres Felipe de. Op. Cit. Tomo I. Pág. 72. 
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Según el sistema de los derechas latinos, el poder de re­

presentaci6n de los administradores puede ser restringido frente a ter­

ceros cumpliendo el requisito de estar insr::rita en el registro. 

La diferencia esencial entre los deredlos europeos conti-­

nentales y el i~lés, consiste en que. mientras en los primeros la soci!!_ 

dad misma puede ir más allá de. su objeto social, en e1 derec:ho. inglés 

está facultad es desconocida, no s6lo para los administradores (como en 

los derechos continentales) sino tambi~ para la sociedad, teniendo ésta 

una capacidad jurídica limitada. 

Por consiguiente, debe distinguirse en el deredla inglés -

entre los actos ultra vires de los acministradores y los actos de la so­

ciedad misma. En lo que concierne a los primeros la sociedad puede rat.!. 

ficarlas; caso parecido al exceso del mandato en cualquiera de los dere­

chos continentales. Si la sociedad se niega a :ratificar estos actos ul­

tra vires de los administradores, se aplican los principios acostumbra-­

dos de la representaci6n y los administradores san reSponsables frente a 

terceros, en la medida de los contratos concluidas, que han excedida su 

procura a su authority conferida por los estatutos. 

Puede ser que el mismo acto ultra vires d~ los administra 

dores lo sea a la vez de la sociedad; en este caso el acto es evidente-. 

mente nulo. 

En cuanto a las actos ultra vires de la sociedad misma, d~ 
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beinos decir que son nulos porque exceden la facultad de acción, el obje-

to social y la cepaciciad jurídica de la misma. 

En conclusión, las poderes de los administradores tienen­

un carácter particular y mixto, en tanto parecen ejercitar un mandato y 

son a le vez órganos de, la sociedad, con limitaciones precisas en les 

diferentes legislaciones (46). 

Aun cuando la doctrina ultra vires es de origen inglés, ..... 

una diferencia se acusa entre el derecho inglés y el de los Estados Uni­

das de Am~rica, pues mientras le jurisprudencia inglesa no admite la ra 

tificación del acto ultra vires ni por unanimidad de los accionist~s, en 

cambio en la jurlsprudencia norteamericana se admite la validez del acto 

en tales condiciones, a menos que tal ratificación cause perjuicio a ter 

ceros (47). 

Es difícil encuadrar a le~ Estados Unidos de Norteamérica 

en una posición determinada, debido al gran número de legislaciones est!!, 

tales que adoptan diversas soluciones frente al planteamiento. De una -

manera general puede decirse que las legislaciones admiten la doctrina -

ultra vires, pero en forma mucho menos rígida que en Inglaterra, pues la 

jurisprudencia admite que el Acto ultra vires pueda ser ratificado por 

los accionistas y, por otra parte, en algunos estados la doctrina~ 

~ ha sido derogada par las legislacia; .2s. 

(46). 
(47). 

Santa Pinter José Julio. Jurisprudencia Argentina, Año XV. No. 5297. 
Solé Cañizares Felipe de. Op. Cit. Tomo I, Pág. 413. 
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En cuanto a las limitaciones de poderes de los administra-

dares que se hayan estipulado en los nombramientos son lícitas, pero gen!:_ 

ralmente se consideran de régimen interno y no surten efectos ante terce-

ros a menos que éstos las hubieran conocida, excepto cuando excedan del -

objeto social, pues éste no figura en los llOlltlramientas sino en los esta-

tutes y tales actos, por ser ultra vires; son nulos, can la salvedad de -

las legislaciones que han abolido esta doctrina y dan posibilidad de rati 

ficar dichos actos por las accionistas (48). 

Tratemos de profundizar en esta teoría, principlando por -

señalar qu~ un acto de una compañía o realizada en su nombre puede ser -

impropio a ultra vires por tres razones: 1) por esta:r fuera del objeto -

de la sociedad; 2) por no estar dentro de las facultades del represen--

tente, aunque caiga dentro de lo~ objetos sac!~les, v 3) cuando na obs--

tente estar comprendido dentro de las fac:u1tades sociales y del agente, 

ha sido realizado para fines impropios (49). 

La norma ultra vires es una norma de capacidad, es una foE_ 

ma de incorporación que contiene tanto lo afirmativo como lo 1"1€gativo. -

Pe~3 aclarar tal afirmación debe considerarse que la ~scritura constitu-

tiva establece afirmativamente el ámbito y la extensión de la capacidad 

de crecimiento y facultades que par ley se concede a la sociedad y esta-

blece en forma negativa, si es necesario establecerlo, que no se hará na 

da fuera de ese ámbito y que no se intentará usar la vida coroorativa P!!, 

(48). 
(49). 

Solá Cafiizares Felipe de. Op. Cit. Tomo III. Pág. 49. 
Baxter Colín. The Cambridge Law ~ournal. Vol. 2e, Part. 2. Pág. 280. 
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ra ningún propósito distinto a aquel que se haya especificado. 

Los estatutos de la sociedad pueden establecer algunas f!!_ 

c:ultadea explícitamente, otras pueden establecerse como objetivas o pro­

pósitos, esto es, CC1T1pendias de facultades incidentales el aperar en une 

linea de negocios en particular; pero, imiependientemente de le forma en 

que se exprese, la capacidad de una sccieded consiste únicament:e en las 

facultades especificadas en sus estatutos y 1as facultades razonablemen­

te relacionadas con aquéllas v que na se pueden ni limi ter ni ~liar -­

(50). 

C::omo conclusión, podema:is decir que le facul. tad de acción -

de una sociedad debe ser deducida exclusivamente üe las provisiones o -­

es ta'tt.itos sociales, en los que se especi.fi.que claramente su objeta v si 

sus administradores COJ1llrometen a la saciedad en una transacción que es­

té fuera del. ca~o dP. acci6n de dichas provisiones, la regla ultra vires 

opera para hacer nula esa transacc1611, sobre la base de carencia de cap!!_ 

cidad. 

No obstante que algunos jueces ingleses han sugerido que -

el!:!Jnocimierito fehaciente que tenga un tercero del objeto de una co~a-­

ñía es un elemento básico de la regla ultra vires, el consenso de opi­

nión es contrario, considerando que esos jueces tomaron en consideración 

coma parte de la regla factores que son solamente justificación de sus -

resul tedas. En cuanto a que los jueces han sostenido que la capacidad -

de una sociedad depende de la intenci6n de sus administradores y del co-

(50). Baxter Colin. Op. C::it. Pág. 281. 
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nacimiento de sus intenciones y de las intenciones que tengan las partea 

que contraten con elloa, conaidera Colín Baxter que confundieron la ley 

en lo relacionada al ejercicio de la autoridad de loa administradores --

(51). 

El segunda de los casas de aplicación de la regla ~ -

~en el sistema ingl~a, se presenta con relac16n a las facultades -

de los representantes de la sociedad. Cuando estas runcionarios actúan 

· conforme a las facultades determinadas en loa estatutos sociales no se 

presenta ningún problema. Estos surge~ en el momento en que son rebas~ 

dos los límites de tales facultades (o aún dentro de ellas pero tendie.!:!, 

tes a fines i~ropios p~~a la sociedad, que como veremos en el tercer -

caso que conte~la esta teoría). 

En principio, existe gran similitud entre la= reglas rel~ 

cionadas con la cápacidad de la compafiía y las reglas relativas a la ca­

pacidad de sus representantes. Esta última se determina en los estatu--

toa sociales, n en los poderes respectivos, o sea que los directores p~ 

den ejercer las facultades especificamente encomendadas y las claramente 

incidentales a ellas, bajo pena de ser declaradas nulas los actos que de 

estos límites excedan (52). 

Del análisis de varios casas relativos a las facult~des de 

loa representantes de las c~aRías, podemos sefialar dos diferentes mat.!_ 

(51). 
(52). 

Baxter Colín. Op. Cit. Pág. 295. 
Baxter Colín. Op. Cit. Pág. 296. 
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ces: por autoridad aparente o por abuso de elle. 

El primer supuesto se presenta cuando la contraparte en -

una transacci6n tiene la convicción de qu2 se han a..implido los requisi~ 

tos administrativos internos para.le plerm Vl'llidez rte la representación; 

por ejB!'1lo, el que el di=ector de la ~ía haya obtenido le autariz.!!_ 

ci6n pravia de le asamblea para la celebrac16n del acto, requisito esta­

blecido en los estatutos sociales. 

En el segundo supuesta, la contrsparte tiene conocimiento 

de que el representante de la sociedad esté excediendo las facultades ~ 

otorgadas. 

En ambos casos la consecuencia es la mis:na: la compañía S!;!_ 

puestanente representada puede hacer que la transacción se anule y reco­

brar sus derechos o abstenerse de cunplir les obligaciones así contraí-­

des (53). 

Se he conver~ldo en práctica CIJll1jn en Inglaterra unir leo 

dos últimos casos de apl1cac16n de la norma ultra vires, confundiendo a 

los administradores que abusan o se exceden de sus poderes, con aquellos 

que han usado sus facultades en propósitos colaterales e impropios, pero 

es claro que independientemente de lo que esas expresio~ hayan querido 

decir, son usadas pera designar actaa ilícitos. 

(53). Baxter Colín. Op. Cit. Pág. 305. 
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El caso de que los representantes de una compañía reali--

cen actos para fines impropios queda nuy claro con el siguiente ejemplo: 

El señor 11U", administador único de la corrpañía Llnder-­

.wood, endosó cheques expedidos en favor de esaconpañía y los presentó al 

cobl.':J en bli!neficio de su cuenta bancaria personal. Su banco cobró su im 

porte y los abonó a esta cuenta, siendo demandado.exitosamente por la 

COl'flJBñía. Se alegó que la conpañía podría actuar sólo a través de sus -

administradores y que a1 señor "U", como administrador único, se le ha--

bían confiado todas las facultades, de tal manera. que él padíe hacer lo 

que quisiera con los activos de la ~añía. El juez resolvió que los -

directores no podían tener autoridad legal para robar loa bienes de su -

companía.(54). 

Como se puede apreciar en este caso, el elemento principal 

es la intencionalidad o el fin que el representante persigue con su set!_ 

vidad. Si tal actividad está únicamente encaminada a lograr un benefi­

cio personal para el representante, se dice que el fin ea impropio, por 

lo tanto anulable la actividad (55). 

(54). Bai<ter Colín. Op. Cit. Pág. 309. 
(55). Rodríguez y Rodríguez Joaquín. Tomo I. Pág. 65 
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CAPITULO IV, 

LOS ACTOS ULTRA VIRES EN EL DERECHO r-EXICANO. 

Los efectos de los actos realizados por una saciedad sin­

estar corrprendidos en su objeto social, es decir, de los actos ultra vi­

~· como suele dencminárseles ~specialmente en el derecho inglés, son 

muy diversos en loo diferentes regímenes jurídicos. Los hay; de acuerda 

a lo visto en el capítulo anterior, como el dereei~a estedounider.se Y.-­

más aun el derecho ingl~s que niegan toda eficacia a dichos actos con re 

laci6n a la sociedad; por el contrario, en el extremo opuesto, el dere-­

cho Rlemán considera a las sociedades mercantiles dotadas de una capaci­

dad general, que lea permite realizar todos las actos jurídicos compati­

bles can su naturaleza, aun cuando no est~n previstos en el objeto so-­

cial. 

Al respecto comentamos a conti1UJaci6n la opir.i6n que sos­

tienen algunos de los más importantes autores en nuestro país. 

La diversidad de soluciones de los dereciios positivos ti~ 

ne como consecuencia la dificultad de aplicar a uno determi~ado, en el -

casa concreta al nuestro, la doctrina o la jurisprudencia elaborada so-­

bre sistemas jurídicos extraños. 

Rodríguez y Rodríguez se pregunta lqué alcance puede tener 

la limitación del obj~to que se deriva de la enunciación del ~isma en la 

escritura constitutiva?, a la que responde que pudiera decirse si se qu.i 

siera aplicar el art. 26 del C. Civ., qu~ las personas morales tienen ca 
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pacidad sólo para la real1zac16n de su objeto, de tal modo que no la te_!l 

drían para realizar operaciones que no puedan considerarse comprendidas 

dentro del mismo. Tal sería la aplicación estricta del principio que se 

eonoce con el nOllDre de especialidad del objeto. 

Ahora bien, esta interpretación resulta exceaivamente re!!_ 

tringida o incompatible con las necesidades del ~mercio, pensando di-­

cho autor que una aociedad anónima habitualmente sólo podrá realizar -­

operaciones propias del objeto perseguido, pero incidentalmente, como -

medio para la consecusién del objeto que se persigue o con c:.arácter oc!!_ 

sional y e~lamedida en que ello no signifique un cambio de finalidad, 

tienen plena libertad de acción, en los términos permitidoc por el art. 

1798 del C. Civ. 

En apoya a dicha interpretación argumenta que el art. 78-

del C. Can. consagra la libertad de contratación y los efectos vinculat.!:!_ 

rios de todo convenio mercantil. De aquí que los contratantes, en la m.!!. 

dida en que se obligan, limitan su propia libertad de acción y quedan -­

subordinados a las normas que se fijan en el contrato. En virtud del PE. 

der normativo del mis!1l(J, este señala las obligaciones entre los socios -

y la sociedad. El C. Civ. reconoce el valor normativo de los estatutos 

al decir en su art. 28 que las personas morales se regirán por lbs leyes 

correspondientes, por su escritura constitutiva y por sus estatutos, con 

lo que las normas que los socio& establecen, haciendo uso de esta auton.!:!_ 

mía legislativa, se convierten en la ley de loa contratantes (56). 

Por otra parte, seftsla que el art. 10 de la.LGSM determina 

(56). Rodríguez y Rodríguez Joaquín. Tomo I. Pág. 65. 
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el alcance general de la competencia de los administradores y de los re­

presentantes, al disponer que en principio pueden realizar todos los ac­

tos inherentes al objeto de la sociedad, con las limitaciones que esta-­

blezcan la ley y el contrata. · Es decir, que los representantes, salvo -

las restricciones legales y convencionales, pueden realizar todos los ac 

tos propios de la fi11!3lidad social, lo que equivale a decir que pueden -

realizar todo lo que la capacidad de la sociedad permite, puesto que las 

personas morales s6lo tienen capacidad para realizar los actos necesa--­

rios para el currplimiento de su finalidad (art. 26 C.CIV.). Las limita­

ciones estatutarias pueden ser tantas como el arbitrio humano invente, -

pero para que surtan efectos frente a terceros se precisa que consten en 

escritura pública, debidamente inscrita en el Registro Público de Comer­

..;ia (arta. 21 frac. VIII y 26 C. Com.). 

Conviene recalcar· que las sociedades mercantiles, en cua!!. 

to pers~nas morales, no tienen una capacidad jurídica ilimitada, ya -­

que el C. Civ. en su art. 26, declara que las personas morales pueden -

ejercer todos los derechos ~ue sean necesarios para realizar el objeto 

de su institución, de manera que la capacidad de las sociedades mercan-­

tiles, como la de las demás personas mor~les en el derecho mexicano, es­

tá en función de la finalidad para la que se constituyeron (57). 

Al referirse el mismo autor a la actividad de las admini!!_ 

tradores, precisa que la firma social se emplee para la realización de -

sctividades propias de la sociedad, pues si se hubiese usado para reali­

zar actos extraños a la misma o actos prohíbidos a sus representar.tes, -

(57). Rodríguez y Rodríguez Joaquín. Tomo I. Pág. 101. 
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no obligaría a aquélla. Esto se desprende del art. 10 LGSM, que atribu­

ye a los representantes de la saciedad las facultades necesarias para el 

cumplimiento de las finalidades sociales, con las limitaciones que la 

ley o las estatutos señalen, de donde se deduce que el representante no 

obliga a la sociedad cuando realice actos extraños a la finalidad de és­

ta o actos que le fueren expresamente prohibidos. 

Por lo r;•Je hace al estudio de la responsabilidad di:i los aE, 

ministradores, usando este término para referirse al administrador única 

y a los consejeros, debe partirse de las enunc:iaciones contenidas en los 

arts. 142 y 157 de la LGSM, que afirman el carácter de mandatarios de -­

los administradores y la responsabilidad de los mi.smos, derivada del ma.!!. 

dato y de las demás obligaciones que les imponga l.a ley ., los estatutos. 

Advierte que, aunque los administradores son mandatarios 

las referencias legales al mandato tienen la eficacia de señalarnos las -

disposiciones pertinentes como aplicables con carácter analógico. En es­

te sentido, debemos invocar los arts. 286 y 287 del c. Ccm. y 2562 y 2563 

del C. Civ., que establecen que el conisionista o el mandatario deberán -

CU!llJlir la comisión o el mandato con arreglo a les instrucciones recibi-­

das y, en defecto de ellas, ca~ la diligencia que se pone en el negocio -

propio. Esto quiere decir que, analógicamente, los administradores debe­

rán proceder en el cu~limiento de su cargo con arreglo a las instruccio­

nes recibidas y con la diligencia de un comerciante en los negocios pro-­

pies. Las instrucciones, en este caso, tienen normalmente una plataforma· 

objetiva, en cuanto la ley y los estatutos marcan el campo y normas de. su 

ac:tuaci6n. 
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Cabe hacer la aclaración de que las facultades de los ---

6rganos administrativos van rrucho máe a1lá de lo que irq:ilica una simple 

autorizaci6n para realizar actos administrativos en sentido civil, la -

adminietraci6n de una sociedad mercantil significa la posibilidad de -­

realizar toda clase de actos dispositivos, sólo que con una triple limi 

taci6n: 

10 No pueden acordar ni tienen representación suficien-­

te para realizar actos que no entren en el objeto de la sociedad. 

20 No pueden realizar actos que puedan significar la im­

posibilidad posterior de alcanzar ese mismo objeto; y 

3Q Ni los que implican una modificación de los estatutos. 

(58). 

En forma distinta se manifiesta Barrera Graf, a~eñalar -

que el derecho reconoce a las sociedades los mismos derechoa y obligaciE, 

nes de contenido patrimonial que concede y recona~e a los individuos: -­

los hace sujetos de unos y otras y les concede igual o parecida legitim_!! 

ción para exigir el cumplimiento de aquéllas y para que se les pueda de­

rrandar el cumplimiento de éstas. Inclusive nuestro sistema legal, a di­

ferencia del inglés por ejerq:ilo, reconoce a las sociedades la capacidad 

general que también atribuye a las personas físicas, de tal manera que -

(58). Rodríguez y Rodriguez Joaquín. Tomo II. Págs. 125 y 392. 
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aquéllas como éstas pueden realizar todos los actos y negocios del co--­

mercio jurídico, con excepción de los que para unas y otras estuvieren -

vedados por el ordenamiento positivo. Rige, pues, para las personas fí­

sicas y para las sociedades el principio general de que no sólo púeden -

hacer lo expresamente permitido, sino todo lo que no esté especificamen­

te prohibido. 

No obsta a la afirmación hecha ni el art. 10 de la LGSM,-

ni el 26 del C.Civ. No el primero, por que si dicha norma alguna limi-

taci6n contiene, ella sólo puede referirse a sus administradores, pero -

no a las juntas y asantileas que evidentemente pueden ratificar a autori­

zar previamente cualquier acta en exceso del objeto social realizado por 

el administrador. Tarrpoco, el art. 26 del C. Civ., puede interpretarse 

' en el sentido de otorgar una "capacidad funcional" exclusiva a las sacie 

dades, sino que dicha norma en consonancia con otras del propio C. Civ. 

(v. gr. art. 2716) debe también interpretarse cama límite impuesto al --

6rgana de administración. 

A mayor abundamiento, a la sociedad corresponde una capee!_ 

dad general, no restringida por su finalidad ~objeto y sólo limitada -­

por las prohibiciones que el ordenamiento legal (derecho positivo) puede 

imponer (v. gr. actividades forestales para la socied~u anónima, ejerci-

cio de la banca, de seguros, de fianzas), a por las restricciones y pro-

hibicianes que claramente se hayan establecido en el pacto social. Con-

secuencia de tales limitaciones estatutarias serían que la sociedad no P.!:!. 

diera, ni siquiera por acuerdo de esantilea (salvo, por supuesto, modifi-
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cacián de las estatutos), violar las prohibiciones y ejecutar· actos que 

estén vedadas a la sociedad. Este sería el único casa de aplicación en 

derecha mexicano, de la llamada teoría de los actos ultra vires del de­

recha norteamericano (59). 

Por lo que toca a1 ámbito de las faa.11 tadea que corres--­

ponden al 6rgano de edministraci6n y a lDS distintos representantes so~ 

ciales, está integrado por las facultades que deriven directa e indire~ 

tamente del objeto ofinalidad de le sociedad,,establecido obligatariame.!.!. 

te en los estatutos (art. 6-II v 10 LGSM), y que la ley no atribuya como 

facultad exclusiva de las asarrtileas (par ejeq:ilo, la aprobación del be-­

lance, el acuerdo de distribuir dividendos~ el tlDlltlramiento de adminis-­

tradares y comisarios, la venta o enajenación del patrimonio social, la 

emisión de obiigacianes, etc.). En Ct111Secuencie, dicha finalidad cansti 

tuve un valladar pare el 6rgano de administración, de tal manera que el 

violar tal objeta y exc:P.rterse en las funciones.de gestión y representa-­

ción plantea un problema igual al del exceso de facultades de cualquier 

otra representante: el acta o contrata relativa no es oponible ·frente a 

la saciedad y de ~l sólo responde el representante que se ha excedido; y 

si se trata de un acta que no corresponda el 6:gano de administración, -

sino a la asamblee, el acto estBl'á viciado de nulidad relativa, que pue­

de reclamar la saciedad misma, aunque tambiél puede ser convalidado por 

ella; por última, tratándose de un acto reservado al. conseja de adminis­

tración, y respecta a cuva adopcián por tal árgana na se hubieran cumpl_!:. 

da las requisitos v formalidades legales de la c011vocatoria v delibera-­

ci6n, los vicias v defectos sólo serán aponibles a terceros cuando sean 

(59). Barrera Graf Jorge. CJp. Git. Pág. 42. 
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de mala fe, es decir, cuando hayan sabido o debido saber de los requisi­

tos omitidos. 

No obstante el objeto o finalidad social. establecido en la 

c:láusula relativa, el 6rgano supremo o sea la junta o asamblea de socios 

o accionistas, puede autorizar al.representante la ejecuci6n de actos -­

que rebasen el objeto (pero no que violen prohibiciones expresas o táci­

tas c:laramente impuestas), coma también puede modificar la escritura am­

pliando el objeto social. En ambos casos, los actos realizadas a nombre 

de la sociedad obligan a ésta. 

Pueden también restringirse y limitarse los poderes y fa­

c:ul t .. ues del 6rgano de administraci6n, independientemente del objeto¡ --

2s decir, las facultades concedidas a los administradores pueden ser me­

nos de las que deriven de la finalidad social. Esto sucederá si la es-­

critura social o el acuerdo da la junta o asamblea restringen dichas fa­

cultades. En tal caso, las restricciones y limitaciones impuestas al 6r 

gano de administraci6n no pueden llegar a desnaturalizar a éste, ni a im 

pedir que la sociedad cumpla su objeto (60). 

También en esta materia, el actuar del órgano de adminis­

tración en violación de las facultades que le corresponden o le son pro­

pias, o en contra de las limitaciones (legales o estatutarias) que le h.!:!, 

bieran sido impuestas, es inoponible a la saciedad, pero dicha inopanibJ:. 

lidad no implica, ni significa, falta de responsabilidad de la sociedad 

(60). Barrera Graf Jorge. Op. Cit. Pág. 42 
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cumplimiento de su carga y c:omo consecuencia de la actividad que se le -

ha confiado. Inopanibles a la saciedad son los actas lícitos o ilícitos 

que el administrador ejecuta en exceso del objeto social (art. 10 ~GSM), 

o en contra de prohibicior.es o limitaciones que hubieran fijado el orde­

namiento legal, los estatJJtas o los acuerdas de asambleas y del 6rgano -

de administraci6n; salvo que de manera expresa los hubiera consentido, -

autorizado o ratificado el árgana social su-µremc •. 

En cambio, existe responsabilidad de la sociedad por los­

actos (lícitos e ilícitas) que el administrador a el representante eje~ 

ten dentro de su actividad normal y en CUllJllimiento del objeto social; -

en este caso, se trata de una responsabilidad directa, por tratarse de -

hechos propios, es decir,' de hechas realizados por el representante y -­

que el derecho atribuye a la sociedad representada (61). 

Por su parte, Mantilla MJlina afirma que la teoría de los 

actos ultra vires no ha sido desarrollada por la doctrina mexicana, ni -

tampoco por las autores de Europa continental, ni, en la medida que se -

dispone de información, por nuestros tribunales. 

La realización de actos que exceden del objeto social no­

es un simple problema del alcance de las facultades de representación de 

los administradores, sino un problema de las posibles límites de la cap_!! 

cidad de goece de la prcpia sociedad sostenier.do dicho autor que el pun-

(E1), Barrera Graf Jorge. Op. Cit. Pág. 69. 
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to a discutir es el de si la capacidad jurídica de las sociedades está -

condicionada par la realización dél fin social (62). 

Mantilla Malina piensa que el art. 26 del c. Civ. impone-

una respuesta afirlllBtiva, puesta que declara que las personas morales 

pueden ejercitar todos las derechos que sean necesarios para realizar el 

objeta de su institución. Además, la sociedad noºpuede realizar los ne­

gocios jurídicos sino por sus órganos de representación, loa administra~ 

dores, quienes dice el ~rt. 10 de LGSM podrán realizar todas las opera-­

cienes inherentes al objeto de la aoci~dad, salvo lo que expresamente -­

establezcan la ley v el contrato social, salvedad que apunta evidenteme!!. 

te a una restricción y na a una ampliación de facultades, pues tal ampli!!_. 

cián sería en verdad una ~liaci6n del objeto social. Por tanta, canfor 

me a este précepto de le LGSM, loa administradores no podrán realizar ºP.!:. 

raciones extrañas al objeto de la sociedad y como la sociedad na puede -

actuar sino por medio de ellos, debe concluirse que ella misma no puede­

realizar tal tipo de operaciones y se corrobora así la tesis de que la -

sociedad s6lo está capacitada para realizar los negocios jurídicos ten-­

dientes a la realización de sus propios fines. 

No puede, empero, desconocerse la posibilidad de que de h~ 

cho los administradores de una sociedad realiGen actas extraños al objeto 

de ésta y debe resolverse cuales san las efectos de tales actos. Así 

cree el mencionado autor que sería exagerado declarar en todo casa su "'..\:!.. 

(62). Mantilla Malina Roberto. Estudios Jurídicos en Homenaje a Joaquín 
Garriguez. Pág. 475. 
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lidad; en efecto, la ley na desconoce la personalidad jurídica de las ~ 

sociedades que se ostentan como tales frente a terceros, aun a.1ando no -

hayan satisfecho los requisitos para su legal constituci6n. Tales sacie 

dades irregulares carecen de un estatuto debidamente.publicado, que fi­

je su objeto o, como prefiere decir, su finalLdad, sin embargo, los ac­

tos realizados por sus administradores son válidas respecto de la socie­

dad, sin perjuicio de la responsabilidad personal en que incurran los -­

propios administradores. En ello encontramos 1a clave del problema ple.!!. 

teado, los actos que una sociedad realiza sin estar encaminados, inrnedi!!_ 

ta o mediatamente, a la realizaci6n de las Finalidades para la que Fue -

legalmente constituída son equiparables a los de una sociedad irregular 

y cama tal debe tratarse a la sociedad en cuestión respecto de tales ac­

~s (E~. 

La tesis de que las actos ultra vires sor. válid03 respecto 

de la saciedad y han de ser tratados como actos de una sociedad irregu-­

lar descansa, a lo menos implícitamente, en el supuesto de que los actos 

de los administradores se limitan a crear verbalmente o mediante documen. 

tos piivados vínculos obligacionales a nombre de la sociedad y no ·puede 

aplicarse a los actos formales de adquisici6n, enajenación a gravamen de 

bienes inmuebles porque la sociedad tendría que acreditar ante notario -

su propia existencia y crepacidad (inclusive en relación con el art. 27 -

constitucional) y quienes pretendan actuar a nombre de ella su carácter 

de representantes y el alcance de sus poderes. 

CE~- Mantilla Malina Roberto. Derecho Mexcantil. Pág. 194. 
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Otro supuesto implícito es que en el acto celebrado por -

los administradores na haya nada que muestre patentemente ser extraño al 

objeto social. 

Por ello, las soluciones propuestas con carácter general -

para el problema de los actos ultra vires por Mantilla Molina no son ~­

aplicables el caso de que se pretenda constituir ~na hipoteca sobre bie­

nes de la saciedad en garantía de deudas ajenas, pues ello requiere un 

acto formal para el que ha de examinarse la capacidad de quien lo otorga 

y las facultades de quien actúa en su representación y, además, porque -

el acto mismo resulta serextraño al objeto social. 

Cabe añadir que realizar actos extraños al objeto social -

por parte de una sociedad debidamente inscrita no es una actuación legal, 

aunque ello no implique necesariamente la nulidad de todos loa actos ce­

lebradGs ultra vires. Une consecuencia de la ilegalidad de la actuación 

ultra vires es la de que a ella no deben prestar, por regla general, su 

cooperaci6n quienes desempeñen funciones de orden público (notarios, 

CNV, autoridades judiciales, etc.), a lo menos cuando es· patente que el 

acto excede del objeto social. 

A la falta de capacidad de las sociedades mercantiles pa­

ra realizar lícitamente actos extraños al objeto social, se añade la fa.!. 

ta de facultades de representación en el correspondiente 6rgano de dichas 

sociedades, quien podrá realizar todas las operaciones inherentes al ob­

jeto de la sociedad, salvo lo que expresamente establezca la ley y el --
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contrato social. 

Le circunstancia de que una asamblea ordinaria de accio--

nietas acuerde encomendar a loa administradores el que realicen un acto 

que exceda del objeto social, o bien, de que la asamblea ordinaria rati­

fique el acto de le~ administradores en exceoú del Objeto social, no ea 

suficiente para convalidar el acto de que se trate. 

No ea suficiente el acuerdo de la asamblea ordinaria de -

ecc::ionistas porque la delimitaci6n del objeto social constituye, según -

se dijo antes, una limitación a la capacidad jurídica de la sociedad mi~ 

ma que no puede ser superada por ningún órgano social, a no ser que aea 

mediante una reforma e los estatutos para ampliar el objeto social mate-

ria de la competencia de una asamblea extraordinaria, y que hace desapa-

recer el problema, más que resolverlo (64). 

Ahora bien, el hecho de que una asamblea autorice o rati~ 

fique la ejecución de un acto ultra vires tíene la relevancia de eximir 

a loa aaninistradores de su responsabilidad frente a la sociPdad; y por 

otra parte, la responsabilidad frente a terceros se hará extensiva a ---

los accionistas que concurrieron a la asant:Jlea y aprobaron la realiza---

c16n de dicho acto (65). 

E1 referido acuerdo está viciado ne nulidad, ya que como -

ha quedado i11dicado excede de le capacidad jurídica de la soc::iedad, con-

(641. Mantilla Malina Roberto. Estudios ••• Op. Cit. Pág. 478. 
(65>. Mantilla Malina Roberto. Estudios ••• Op. Cit. Pág. 481. 
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cardando en esta opinión Rodríguez y Rodríguez. 

Mantilla Malina al estudiar un caso en el que una sociedad 

Qdrantiza con hipoteca .(acto ultra vires) la emisión de obligaciones por 

parte de otra errpresa, considera que le acciéín de nulidad contra el - -­

acuerdo de le asamblea previste en el c. Civ. (art. 2224) corresponde -

a cualquier interesado, mereciendo esta clasif!cación no solo los socios, 

sino tantiién los administradores, los camiserios y los terceros en gene­

ral. 

Respecto de los efectos de la 11..llidad frente a terceros, -

c:oncordentemente con Rodríguez y Rodríguez, considera que le sentencia -

que se dicte tiene fuerza de cose juzgede frente a terceros, es decir -­

que la n.ilidad del acuerdo basaría la nulid!KI de la hipoteca (acto ~ 

vires) (6 6). 

En el caso señalado, Mantilla 1-!ol.ina continúa explicando -

que es nuy probable que mientras la sociedad garante actúe normalmente -

y conse;¡:ve su sol venc:ia nadie 1111Jugnerá la consti tuc:ión de la hipoteca, -

ni el acuerdo de la asamblea en que se basa- Pero cabe estudiar cual s~ 

ría le situación si la sociedad garante llega a ser declarada en quiebra, 

institución que justamente ha sido llamada 1e piedra de toque del dere-­

c:ho mercantil. Desde luego, cabe prever que en esta situación los acre~ 

dores sociales tendrán interés en atacar la hipoteca pera aumentar su --

(66). Mantilla Malina Roberto. Estudios ••• ~- Cit. Pág. 483. 
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propia garantía. Para ello pueden recurrir a la acci6n pauliana ordina­

ria o a la llamada acción pauliana concursal. 

Requisito para que se pida la rulidad de los éctoa cele-~ 

brados por un deudor en perjuicio de sus acreedores (ac:c16n pauliana) -­

ea, conforme al art. 2163 del C::. Civ. , qúe tales acreedores sean anteri.2, 

res al acto impugnado y que el propio acto provoque la insolvencia del -

deudor; si el acto fuere gratuito, dice el art. 2165, tendrá lugar la -

nulidad aun cuando haya habido buena fe por· parte de ambos contratantes, 

no parece dudoso que aun wando el precepto se refiera a contratantes, -

sea aplicable a actos unilaterales. ya que aun cuando ninguno de loa pr!!_ 

ceptoa del capítulo respectiva del e:. C:iv. se refiere a la conatituci6n 

de un gravamen real en garantía de una deuda ajena, la fórmula del ert. 

2163 es suficientemente anplia para incluir este acta en las que san ata 

cables mediante le acción pauliana. 

Le acci6n pauliana ordinaria no está sujeta e ningún tér~ 

mina especial para su ejercicio, de moda que su extinción se_ operará ca!!_ 

forme a las reglas generales de la prescripc16n, es decir, por el trans­

curso de diez aftas. 

Si la hipoteca para garantizar deuda ajena se constituyó -

por la sociedad sin recibir una contraprestación serán aplicables, sin -

duda alguna, los preceptos relativos a la acción pauliana que se refie-­

ren a loa actas gratuitos. Aun en los casos en que se hubiera estipula­

do una contraprestación, cabría que loa acreedores que pretenden impug--
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rar la eficacia de la hipoteca respecto a ellas atacaran la seriedad o -

realidad de la contraprestación recibida, por considerarla simulada, ya 

que ea inverosímil que el recibir una contraprestaci6n baja, como la se­

ria la equivalente a le prima de una fianza, fuere la causa de que se h.!:!, 

biese otorgado le hipoteca, pues sin que esté constituida una empresa 

a.Jyo objeto sea la garantía de obligaciones ajenas, con la consecuente -

campensac16n de riesgos y obtenc16n de contragarantías, sería de pésima 

eclminiatreci6n gravar los bienes sociales par una cantidad, ardinariame!!_ 

te elevada, a cernbio de un pequeño tanto por ciento de la deuda garanti­

zada. Lo normal es que la hipoteca se hubiera otorgado con el prop6sito 

de colaborar con una saciedad perteneciente al mismo grupa financiero, -

con grupos de accionistas comunes o control recíproco. 

La acción que a los acreedores se concede en caso de qui~ 

bra para que se revoquen todas los actos en fraude de los propios acreed_!! 

res (pauliana concursa!) es procedente cuando tales actos han sido real.!_ 

zedas dentro del período de retroacción de la quiebra, llamado frecuent.!!_ 

mente período sospechoso. Respecto de tales actas la Ley de Quiebras -­

(art. 169) establece la presunción, que no admite prueba en contrario, -

de que son en fraude de acreedores "las actos y enajenaciones a título -

gratuito ejecutados e partir de le fecha de retroacción y en las que, -­

sin ser gratuitas, la prestación recibida por el quebrado sea de valor -

evidentemente inferior a la suya". La fecha a que deben retrotraerse -­

los efectos de la declaraci6n de quiebra se fija, de manera provisional, 

en la sentencie que la declara (art. 15, frac. IX de la Ley de Quiebras 

y Suspensión de Pagos) y de modo definitivo dentro de las doce días si--
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guientes al reconocimiento de cr6ditos (art. 121), sin que la legisla--­

ci6n mexicana fije la duraci6n del período respectivo (67). 

¿· 
(b1). fo'entilla Malina Roberto. Estudios ••• Op. Cit. Pág. 485. 
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CONCLUSIONES. 

La personalidad jurfdi.ca es un atributo dado por el der!_ 

dlo, una situeci6n creada por el orden jur{dico y por lo tanto cambian­

te, de acuerdo a les condiciones socle1es de un lugar y ti~ determi­

nados. 

La capacidad que el derecho da a les personas ea distinta 

si se trata del ser humano o de 111 persane maral. En el primer caso, -

dicha capacidad puede abarcar todo tipo de derechos y obU.gaclones, pero 

tratándose de las personas moral.es o colectivas. ese atributo se circu"!,: 

cribe a la realizac16n de un objetivo, pare cuyo logro se crea el propio 

ente. 

Los entes colectivos a los que e1 derecha otorga persanb~i 

dad requieren de hombres, sujetoa indlvlduales. pera la realizaci6n de -

actos materiales y jurídicos, a través de los cuales se tienda a la cons~ 

aJci6n del objeto establecido. Teles sujetos individuales son los llatl!2. 

dos administradores a representantes. Siendo necesario aclarar que ea-­

tDs pueden actuar en forma individual (adninis~ador único) o come cuer­

po colegiado (consejo de administración). 

Hablando específ1camente de scc::iedades mer~tiles, en es­

pecial de la an6nima, cuando las personas f'ísicas realizan en nombre de -

ellas actos materiales, de gesti6n, de organlzeci.ón, se dice que son edm! 

rti.stradores; en cambio cuando 1a ejecuci6n se refiere a actos jurídicos -
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el calificativo que se les i~one a dichos sujetos individuales es de 

representantes. En el primer caso estemos frente a la administración iD. 

terna o gestión y en el segundo ante la administraci6n exterr.a o repre-­

eentaci6n, clasificaci6n que nos facilita la comprensión de la necesidad 

de la actuación de las personas físicas dentro de los entes colectivos. 

El conjunto de funciones de gestión y representación inte­

gra el árrbito dentro ~el cual los administradores de les sociedades deben 

desarrollar su actividad en nombre de éstas, y a la cual se conoce como -

administración. 

Por cuanto a la naturaleza jurídica de la relación existe!!. 

~n entre los administradores v la sociedad que representan, considero 

se trata de une representación necesaria legalmente establecida, con la 

característica de que para que el administrador ejerza las facultades que 

la ley ~ los estatutos le confieren y asuma la responsabilidad del cargo, 

es necesario manifieste su aceptación a la designación hecha por la asam­

blea. 

De lo anterior se desprende que la naturaleza de dicha re­

lación es compuesta, o sea que se trata simultáneamente de una represen-­

tac16n forzosa legalmente establecida y de un nexo contractual, del que -

una de las partes es la sociedad a través del órgano competente (asamblea 

de socios) y la otra ea el sujeto individual designado. 

Por regla general, los actos tanto materiales como juridi-
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cos que efectúan los representantes de las personas morales se atribuyen 

precisamente a éstas y sobre ellas recaen sus efectos. 

Lo anterior no es estrictamente aplicable en el caso de S.!:!, 

ciedades mercanT.tles irregulares. esto es aquellas no inscritas en el Re­

gistro de Comercio. En este supuesto la actividad realizada por los ad-­

ministradores se les imputa solidariamente a la sociedad y a ellos en lo 

personal. 

t-\ls drástica consecuenci.a tiene el hecho de que un represen_ 

tante exceda las facultades con las que fue imbestida. llevando a cabo a~ 

tos más allá de los límites establecidos en su poder, ya que entonces el 

representante es quien quedu obligado al cumplimiento frente a terceros. 

Comü ya indicaba. el ámbito de acci6n de los administrado­

res está limitada a la realizaci6n de ac-tos tanto de representación como 

de gestión, que tiendan a la obtención del objeto para el que la sociedad 

fue creada. De acuerdo a la doctrina ultru vires, los actos que excedan 

ese límite no obligan a la sociedad, sino que serán atribuibles personal­

mente a quienes pretendieron representarla. 

En nuestro derecho el problema he sida poco estudiado, sin 

embargo como se desprende de lo visto en el capitul~ correspondiente, PE. 

demos marcar lea siguientes posiciones: 

La primera en principio rechaza la validez de los actos -
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ejecutados en exceso dei objeto determinado por loa socios en los estatu­

tos sociales, siguiendo el principio del poder normativo que tiene la vo­

luntad de las partea, plasmado en dichos estatutos. Sin embargo en forma 

incidental, cano medio pera le consecuci6n del objeto que se persigue y -

en la medida que ello no signifique un cambio de finalidad, la sociedad -

tiene plena libertad de ecci6n. 

Otra posic16n consiste en determinar a la sociedad una ca­

pacidad general de actuar solo limitada por prohibiciones legales o esta­

tutarias expresas. de manera que la actuación de los administradores que 

rebase el objeto social sin la autorización de la asamblea general se tie 

ne como exceso de facultades de cualquier otro representante, lo que hace 

que los actos o contratos relativos no sean oponibles o exigibles frente 

a la sociedad, y de ellos solo responde e1 representante que se ha excedi 

do. 

La última respuesta señala que los setos que realiza una -

sociedad sin estar encaminados a la consecución de las finalidades pera -

los que fue legalmente constituida son equiparables a los de una sociedad 

irregular. 

Por mi parte me inclino por ésta Última poaic16n, ya que no 

obstante que las disposiciones come11tadaa del C. Civ. y de le LGSM tien-­

úen e le limitación en el actuar de los repreaententes, constriñéndolos -

a la realizoci6n de las actividades mercadea en el objeto social, el anu­

lar los actos ultra vires, o sea que rebasen dicflo limite, pondría a los 
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terceros que contratan con la sociedad en una situación más precaria que 

aquéllos que lo hacen con una sociedad irregular. 

La anterior afirmación presupone el desconocimiento que los 

terceros tengan respecto del objeto de la sociedad con la que contratan,­

ya que en ceso contrario tienen plena conciencia de que loa representan-­

tes al exceder la capacidad de la sociedad realizan un acto ilícito y por 

lo tanto E111Ulable. 

Cebe señalar tambi~n que en principio los actos que requi~ 

ran para su ejecuc16n de le intervención de alguna autoridad o fedatario, 

difícilmente podrán llevarse a efecto ye que preci~amente esa autoridad -

el percatarse de que la sociedad no está capacitada por sus estatutos pa­

ra llevar a cabo la pretendida actividad se opondré a su ejecución. 

Por otra parte en el supuesto de QUe el tercero actuando -

de bue11a fe se encuentre una vez consumado el acto con que la sociedad -­

no podía efectaurlo válidamente, de acuerdo a este interpretación podrá·­

exigir el CUlflllimiento de las obligaciones derivadas de ese acto tanto a 

la sociedad como a los representantes de ésta en lo personal. 

Por último conviene destacar que los tercer9s ajenos a la­

realizec16n del acto ultra vires, pero que tengan interés jurídico en la 

buena marcha de los negocios de le sociedad que lo ejecuta, podrán impug­

nar su validez v conforme a lo señaldo por el propio Mantillq Melina en -

el caso de insolvencia de la sociedad podrán obtener la anulac16n del ac­

to ultra vires. 
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